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CUARTO INFORME DE SEGUIMIENTO A LA IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO DE PAZ

La Defensoría del Pueblo, como entidad responsable de la promoción y 
defensa de los derechos humanos, adelanta labores de seguimiento a la im-
plementación del Acuerdo final para la construcción de una paz estable y 
duradera, suscrito entre el Gobierno Nacional y la entonces FARC-EP, 
por tratarse de un instrumento desde el cual se derivan políticas, planes y 
programas que tienen incidencia directa en el goce efectivo de los derechos 
humanos de la población víctima del conflicto armado interno y de las 
comunidades objeto de una protección constitucional reforzada, a quie-
nes les asiste la adopción de acciones afirmativas en cabeza del Estado, que 
propendan por la superación de su situación de vulnerabilidad. 

En desarrollo de esta labor, durante el primer semestre del presente año, la 
Defensoría del Pueblo ha adelantado actividades de seguimiento a las dife-
rentes entidades responsables de los compromisos derivados del Acuerdo 
de paz. De igual forma, esta Entidad ha desplegado a lo largo del país activi-
dades de acompañamiento a liderazgos, defensores de derechos humanos, 
población en proceso de reincorporación, comunidades rurales y sociedad 
civil que abanderan el cumplimiento de iniciativas de paz en sus territorios.

La Defensoría del Pueblo parte de que la implementación del Acuerdo 
de paz traza un camino hacia la superación de las desigualdades históricas, 
brinda reconocimiento a las víctimas como eje central y define soluciones 
duraderas que garanticen la no repetición de hechos de violencia, por lo 
que pone a disposición el presente Resumen ejecutivo del cuarto informe 
de seguimiento a la implementación del Acuerdo de paz, donde se plasman 
las principales acciones de avance, hallazgos y voces de las comunidades 
en el contexto de implementación de lo pactado, durante el periodo com-
prendido entre el primero de enero y el 30 de junio de 2023. 

RESUMEN EJECUTIVO
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1. PUNTO 1. HACIA UN NUEVO 
CAMPO COLOMBIANO: REFORMA 
RURAL INTEGRAL

1.1. Acceso a la tierra

1.1.1 Fondo de Tierras para la Reforma Rural Integral

 1 Oficio de Respuesta ANT. Radicado N.º 20236007793761 del 08 de mayo de 2023

 2 Ibidem

La Agencia Nacional de Tierras (ANT) in-
formó a la Defensoría del Pueblo que, con 
corte al 31 de marzo de 2023, se han incor-
porado al inventario de bienes del Fondo de 
Tierras para la Reforma Rural Integral un 
total de 20.406 bienes con un área de dos 
millones, doscientos treinta y tres mil ciento 
sesenta y ocho (2.233.168) hectáreas prove-
nientes de las diferentes fuentes contempla-
das en el Decreto Ley 902 de 2017 y de las 
normas internas aplicables1. Sin embargo, de 
la información reportada no media claridad 
de las fuentes que aprovisionan el Fondo de 
Tierras (procesos agrarios de extinción y re-
cuperación, donaciones, extinción judicial 
del dominio, sustracción de zonas de reserva 
forestal, entre otros), así como tampoco de 

la proporción en la que cada fuente provee 
predios para fines de adjudicación a sujetos 
de reforma agraria. 

De acuerdo con la información proporciona-
da, al 31 de marzo de 2023, la totalidad de los 
predios ingresados en el Fondo de Tierras y 
que han recibido visita de caracterización as-
ciende a 1.821, de los cuales 1.798 son bienes 
fiscales patrimoniales y 23 son bienes baldíos 
de la Nación2. 

Es decir que, de la totalidad de los predios in-
gresados que ascienden a 20.406, solo se han 
caracterizado 1.821 correspondientes al 8,9 % 
del consolidado total. En consecuencia, pue-
de concluirse que la ANT no ha realizado una 
depuración del Fondo de Tierras con el fin 
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 de determinar cuáles bienes son aptos para 
ser adjudicados a sujetos de ordenamiento 
social de la propiedad rural.

En consecuencia, la Defensoría del Pueblo re-
comienda agilizar la caracterización de los pre-
dios que se encuentran en el Fondo de Tierras 
para poder determinar el estado de ocupación 
actual y aptitud agroecológica de modo que 
puedan hacer parte de los programas de ac-
ceso a tierras para campesinos sin tierra o con 
tierra insuficiente. 

La Defensoría del Pueblo ha identif icado 
diferencias conceptuales en relación con las 
cifras que se reportan en los indicadores: 
“hectáreas de pequeña y mediana propiedad 
rural, formalizadas (A.9)” y “hectáreas entre-
gadas a través del Fondo de Tierras (A.3)”. 
Según la Contraloría General de la Repúbli-
ca, esta dicotomía conceptual se ha eviden-
ciado desde la adopción del Plan Nacional de 
Formalización Masiva de la Propiedad Rural; 
el anterior Gobierno Nacional tomó la deter-
minación de que algunas fuentes alimenta-
ran al mismo tiempo estos dos indicadores, 
como la formalización de predios de propie-
dad privada3. 

En efecto, el indicador propuesto para medir 
la meta de adjudicación de tres millones de 
hectáreas provenientes del Fondo de Tierras 
debería excluir fuentes relacionadas con la 
formalización de predios de propiedad pri-
vada; esta misma variable es utilizada para 
medir los avances relacionados con la meta 
formalización de siete millones de hectáreas.

En consideración con lo anterior, la Defen-

soría del Pueblo hace un llamado a la revisión 
de los indicadores y a la unificación de los mé-
todos de reporte de las metas del Plan Marco 
de Implementación (PMI) de modo que se 
empleen criterios uniformes para el registro 
de información referente al cumplimiento 
de las metas relacionadas con la constitución 
y adjudicación de hectáreas al Fondo de Tie-
rras, así como de formalización de la pequeña 
y mediana propiedad.

Esta disparidad de cifras se hace aún más evi-
dente cuando el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, a través de varios medios de 
comunicación nacional, ha indicado que las 
cifras reportadas por la ANT no guardan co-
herencia con las fuentes que deben alimentar 
los indicadores sobre adjudicación y formali-
zación. A ello se suma que la Oficina de Ins-
pección de Tierras de la propia ANT elaboró 
un informe donde se da cuenta que del mi-
llón de hectáreas reportadas como formali-
zadas en el Gobierno actual, más de 600.000 
corresponden a gobiernos anteriores y cerca 
de 250.000 no tienen fecha exacta.

Sin embargo, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural ha anunciado la revisión de 
las bases de datos de la ANT y la publicación 
de un contador de tierras que presente los 
avances de la reforma agraria de forma más 
transparente.

3 Contraloría General de la República. Sexto informe sobre la ejecución de los recursos y cumpli-
miento de las metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones (2022, p. 58).
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1.1.2 Procesos especiales 
agrarios

La ANT ha reportado, desde la vigencia del 
Decreto-Ley 902 de 2017, a corte del 31 de 
marzo de 2023 que existen 37.510 procesos 
especiales agrarios en su inventario, de los 
cuales 542 son de deslinde, 35.677 de clari-
ficación, 510 de extinción de dominio por 
incumplimiento de la función social y eco-
lógica de la propiedad y 810 hacen parte de 
procesos de recuperación de baldíos indebi-
damente ocupados, lo que corresponde a un 
total de 2´300.000 hectáreas.

Del universo total de procesos reportados, 
166 han sido trasladados de la Subdirección 
de Procesos Agrarios a la Dirección de Acce-
so a Tierras para que determine si se ingre-
san o no al Fondo de Tierras. Es decir, per-
siste un atraso significativo en la resolución 
de los procesos especiales agrarios a cargo de 
la ANT, lo que imposibilita que esta fuente 
aporte en mayor medida predios al Fondo de 
Tierras para cumplir con el propósito de la 
Reforma Rural Integral4.

La ANT informó a la Defensoría del Pueblo 
que, al 31 de marzo de 2023, se habían pre-
sentado cinco demandas del procedimiento 
único, con miras a que el juez competente 
determinara la decisión a la que hubiera 
lugar con respecto a los procesos agrarios 
en trámite. Sin embargo, dichas demandas 
fueron retiradas en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 61 de la Ley 2294 de 2023, por 
la cual se adopta el Plan Nacional de Desa-

rrollo 2022-2026, donde se dispone que la 
ANT adoptará las decisiones de fondo que 
correspondan sobre los procesos adminis-
trativos agrarios de clarificación, deslinde, 
recuperación y extinción de tierras incultas. 

Conforme con lo anterior, se recomienda 
adoptar un programa de descongestión de 
todos los procedimientos agrarios especia-
les que puedan aportar en debida forma a 
la conformación del Fondo de Tierras para 
la Reforma Rural Integral y así garantizar 
su distribución efectiva a sujetos de refor-
ma agraria.

1.1.3 Transferencia de bie-
nes fiscales por parte de la 
SAE

La Sociedad de Activos Especiales (SAE) 
informó a la Defensoría del Pueblo que 
desde 2016 la ANT ha solicitado un total 
de 77 predios. Adicionalmente, dispuso que 
durante el trimestre comprendido entre el 
primero de enero y el 31 de marzo de 2023 se 
han entregado un total de 38 inmuebles en 
el país.5

En atención a las barreras técnicas, jurídicas 
y administrativas que inciden negativamen-
te en la transferencia y posterior adjudica-
ción de predios del Fondo para la Rehabili-
tación, Inversión y Lucha contra el Crimen 
Organizado (FRISCO), la SAE en conjunto 
con la ANT definieron que aquellos predios 
que registraban resoluciones de transferen-

4 Oficio de Respuesta ANT. Radicado N.º 20236007793761 del 08 de mayo de 2023
5 Oficio de Respuesta SAE. Radicado N.º 20233020243541 de junio de 2023.
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cias inscritas a favor de la ANT y que por ra-
zones de ocupaciones irregulares no se había 
adelantado su entrega, serán recibidos mate-
rialmente por la ANT en aras de formalizar 
dichas ocupaciones que, en la mayoría de los 
casos, es ejercida por campesinos y campe-
sinas sin tierra. Esta medida es recibida con 
beneplácito por parte de la Defensoría del 
Pueblo, en tanto se reconoce la posibilidad 
de regularizar dichas ocupaciones de hecho 
con el objeto de garantizar el derecho de acce-
so a la propiedad de la tierra y minimizar los 
conflictos sociales asociados a la práctica de 
desalojos contra población en condición de 
vulnerabilidad manifiesta. 

Por otra parte, la SAE ha informado a la De-
fensoría del Pueblo que en la Metodología de 
administración de los bienes del FRISCO se 
estableció la definición de los depositarios 
provisionales populares. Dicha f igura está 
dirigida a la selección de organizaciones so-
ciales, populares y comunitarias que estén 
conformadas como Persona Jurídica ESAL 
(Entidad Sin Ánimo de Lucro) en cada una 
de las zonas de influencia de las gerencias re-
gionales de la SAE SAS, con el fin de hacerlos 
productivos y fortalecer el trabajo asociativo 
en el territorio.6

En el Tercer informe de seguimiento al Acuer-
do de paz, la Defensoría del Pueblo observó 
la necesidad de definir una ruta jurídica para 
que dichos depositarios populares pudieran 
convertirse en adjudicatarios de los bienes 
rurales extintos. Para la fecha de corte del pre-
sente documento, la SAE informó que el artí-
culo 210 de la Ley 2294 de 2023, al modificar 
el artículo 91 de la Ley 1708 de 2014, abre la 

posibilidad de formalizar asignaciones de pre-
dios a población beneficiaria que determine 
la ANT, ADR o Unidad de Restitución de 
Tierras (URT), lo cual abre la posibilidad de 
hacer destinaciones específicas en beneficio 
de depositarios provisionales populares. 

Ahora bien, en consideración a que los predios 
dados en destinación provisional se encuen-
tran en proceso de extinción del derecho de 
dominio, no es procedente fijar una ruta que 
necesariamente conduzca a la adjudicación de 
los inmuebles, puesto que ello depende de las 
resultas del proceso judicial. Situación que, de 
acuerdo con la SAE, es aclarada desde el inicio 
a los destinatarios provisionales con el fin de 
evitar la generación de falsas expectativas.

1.1.4 Avances en procesos 
de compra de tierras

En cuanto a los compromisos de compra de 
tierras anunciados por el Gobierno Nacio-
nal, específicamente en lo que se refiere a la 
adquisición de 259.526 hectáreas ofertadas 
por la Federación Colombiana de Ganade-
ros, la Defensoría del Pueblo observa que con 
corte al 31 de marzo de 2023, del universo to-
tal de bienes ofrecidos por dicha Federación, 
la ANT ha identificado que solo 525 predios 
que corresponden a 90.714 hectáreas cuen-
tan con viabilidad jurídica y física y no se cru-
zan con solicitudes de restitución de tierras. 
Sin embargo, del total de predios identifica-
dos preliminarmente como viables, para el 31 
de marzo de 2023, solamente 20 predios de 
los 525 contaban con la elaboración de infor-
mes agronómicos. 

6 Ibidem.
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Ahora bien, de conformidad con la informa-
ción suministrada por la ANT en agosto de 
2023, para el periodo comprendido entre el 
31 de marzo y el 31 de julio del mismo año, 
se han ofertado 214 predios adicionales por 
parte de FEDEGAN, de los cuales 64 cuen-
tan con viabilidad jurídica, física y agronó-
mica para dicho periodo7. 

Se observa entonces la necesidad de fortale-
cer la gestión administrativa en el proceso 
de adquisición de tierras de la ANT, por lo 
que se alienta al Gobierno Nacional a con-
tinuar la unión de esfuerzos con este actor 
y otros sectores rurales, que puedan tener 
interés en ofertar tierras para contribuir a 
la materialización de la política de Reforma 
Rural Integral.

  

1.2. Formalización de la 
propiedad 

1.2.1 Balance de imple-
mentación de la meta de 
formalización masiva de la 
propiedad rural

La ANT reportó para el primer trimestre de 
2023 la formalización de 1294 + 1476 hectá-
reas, a través del trámite de 1.385 procesos. 
Sin embargo, cuando se consultan las cifras 
reportadas al SIIPO en el indicador (A.9) se 
encuentra que las cifras no son consecuen-
tes, en tanto el informe cualitativo reporta 

que para el primer trimestre de 2023 se en-
tregaron 118.696,03 hectáreas a través de la 
adjudicación de 1700 predios.8

Igualmente, la ANT informó a la Defenso-
ría del Pueblo que se formalizaron predios a 
través de la fuente de adjudicación de tierras 
provenientes del Fondo de Tierras, lo cual 
refleja una inconsistencia en los datos repor-
tados, en tanto dicha fuente se enmarca en la 
meta de aprovisionamiento de tres millones 
de hectáreas al Fondo de Tierras. 

1.2.2 Sujetos de ordena-
miento de la propiedad ru-
ral

En materia de diligenciamiento de Formu-
larios de Inscripción de Sujetos de Ordena-
miento (FISO), la Defensoría del Pueblo re-
salta el desarrollo de una nueva herramienta 
para el registro de solicitudes de acceso a 
tierras, a través de una línea de atención por 
WhatsApp que simplifica el trámite para la 
población interesada. 

La ANT informa que, desde la adopción del 
Decreto 902 de 2017 al 31 de marzo de 2023, 
se han diligenciado 410.547 FISO. De este 
universo se observa que la mayor propor-
ción de formularios han sido tramitados en 
la actual vigencia, alcanzan los 249.616. En 
lo que respecta a la inclusión de sujetos de 
ordenamiento en el Registro de Sujetos de 
Ordenamiento de la Propiedad (RESO), la 
ANT da cuenta de un avance total de 76.892 
inclusiones desde 2017 a marzo de 2023. 

7 Oficio de respuesta ANT. Radicado N.º 202360009597381 del 16 de agosto de 2023. 
8 Departamento Nacional de Planeación. Sistema Integrado de Información para el Poscon-
flicto. SIIPO. Recuperado de: https://siipo.dnp.gov.co/inicio
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De lo anterior se desprende que, si bien la 
ANT registra un importante avance en térmi-
nos de diligenciamiento del FISO mediante la 
migración de información vía WhatsApp, se 
identifica un consolidado total de 410.547 
solicitudes, también se observa un retraso 
significativo con la inclusión en el RESO de 
76.892 registros en las vigencias 2017 a 2023. 

Por lo anterior, la Defensoría del Pueblo re-
comienda priorizar el ejercicio de valoración 
de solicitudes de ingreso al RESO para dar 
continuidad con el proceso de adjudicación 
o de formalización según corresponda. 

1.2.3 Zonas de Reserva 
Campesina

La Defensoría del Pueblo resalta la consti-
tución de cuatro Zonas de Reserva Campe-
sina en el último trimestre de 2022 y primer 
trimestre de 2023, a saber: i) Tuna, en Santa 
Rosa (Cauca), ii) Sumapaz (Distrito Capital 
de Bogotá), iii) Güéjar–Cafre (Meta) y iv) Lo-
sada-Guayabero (Meta). En cuanto a los 29 
procesos de constitución en curso, correspon-
dientes a los departamentos de Cauca, Norte 
de Santander, Valle del Cauca, Bolívar, Sucre, 
Cesar, Arauca, Amazonas, Quindío, Caque-
tá, Tolima, Boyacá, Córdoba y Antioquia, se 
recomienda revestir de impulso su resolución 
a través de la definición de términos perento-
rios para la atención de las peticiones elevadas 
por las comunidades campesinas interesadas. 

Con respecto a los planes de desarrollo soste-
nible, reglamentados por el Acuerdo 024 de 
1996, la ANT advierte que actualmente los 

planes de desarrollo sostenible no son de carác-
ter vinculante, lo que dificulta el cumplimien-
to de las metas señaladas en cada uno de los do-
cumentos, así como la erogación de recursos 
por parte de las entidades del Sistema Nacional 
de Reforma Agraria y Desarrollo Rural9. Igual-
mente, la entidad informa que, para el segundo 
semestre de 2023, se encuentra priorizada la 
formulación de los planes de desarrollo soste-
nible de las ZRC de Tarazá, Caldono, Caloto, 
Sur del Caquetá, Pradera y Tuluá. 

En consecuencia, la Defensoría del Pueblo 
hace un llamado a la ANT para que se articu-
len acciones con las diferentes entidades res-
ponsables de la implementación de los planes 
de desarrollo sostenibles, las ZRC, se exploren 
alianzas con actores privados y cooperación 
internacional en aras de destinar los recursos 
necesarios y se definan los planes de trabajo 
que permitan materializarlos. 

1.3. Restitución de tierras 

1.3.1. Segundos ocupantes

Se destaca que la Ley del Plan Nacional de 
Desarrollo, en su artículo 56 da respuesta a 
un vacío normativo que afectaba la imple-
mentación del proceso al disponer que los 
jueces deberán reconocer la calidad de segun-
dos ocupantes a quienes tengan la condición 
de vulnerabilidad socioeconómica y que ejer-
zan una relación material o jurídica de pro-
piedad, ocupación o posesión permanente de 
un predio objeto de restitución. 

9 Oficio de Respuesta ANT. Radicado N.º 20236007793761 del 08 de mayo de 2023
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De esta manera, las disposiciones establecidas 
en el artículo 56 del Plan Nacional de Desa-
rrollo dan respuesta al exhorto que la Corte 
Constitucional había realizado en la senten-
cia C-330 de 2016 de cara al reconocimiento 
y atención de esta población, a la espera del 
Decreto que reglamentará la ruta de atención 
para la materialización de las medidas.

En consecuencia, se recomienda avanzar en la 
reglamentación del artículo 56 de la Ley 2294 
de 2023 (Plan Nacional de Desarrollo), relati-
vo a las medidas a favor de los segundos ocu-
pantes, así como también se hace un llamado 
a avanzar en el trámite del proyecto de ley para 
otorgar facultades jurisdiccionales a la URT.

1.3.2. Revisión de decisio-
nes negativas

Resulta relevante mencionar que la URT se 
planteó como meta la revisión de decisiones 
negativas de inscripción en el Registro de Tie-
rras Despojadas y Abandonadas Forzosamen-
te (RTDAF). De acuerdo con la información 
aportada por dicha entidad con corte al 30 
de junio de 2023, se han estudiado 490 casos 
de los cuales se han revocado 289 decisiones 
negativas, sobre un universo de 65.596 casos 
negados, es decir se ha efectuado tan solo la 
revisión de un 0,74 %.10

Sin embargo, se tiene como un avance signifi-
cativo la adopción de la Circular DJR N.º 001 
de 2023 sobre “Revisión de decisiones de no 
inscripción en el RTDAF o que declararon el 

desistimiento tácito o expreso” mediante la 
cual se señala que la URT continuará con los 
ejercicios de revisión de decisiones de no ins-
cripción, no inicio y desistimientos, en virtud 
del principio pro-homine y la presunción de 
buena fe, a efectos de dar garantía al derecho 
fundamental a la restitución de tierras. 

1.3.3. Balance de la imple-
mentación frente a los com-
promisos de la Unidad de 
Restitución de Tierras para 
las víctimas del conflicto

1.3.3.1. Etapa administrativa

La URT informó a la Defensoría del Pueblo 
que a 30 de junio de 2023 se han recibido 
146.843 solicitudes de inscripción en el Re-
gistro de Tierras Despojadas y Abandona-
das Forzosamente (RTDAF), de las cuales 
129.599 han sido habilitadas y 17.244 se 
encuentran pendientes de ser microfocaliza-
das; a la fecha no han sido aprobadas en el 
Comité Operativo Local de Restitución de 
Tierras (CORL), y se identificó, entre otras 
causas, la falta de condiciones de seguridad 
en el territorio . 

Del total de solicitudes habilitadas, la Unidad 
de Restitución reportó haber finalizado el trá-
mite sobre 103.019, correspondiente a un 79 % 
y se encontraron 26.580 solicitudes pendientes 
de emitir una decisión de fondo. De los casos 
finalizados con decisión de fondo, 65.533 co-

10 Unidad de Restitución de Tierras. Oficio de respuesta. Radicado N.º oficio DIJUR 00685 del 
30 de junio de 2023 
12 Oficio N.º DSC2-202308496 Unidad de Restitución de Tierras de fecha 30 de junio del 2023.
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rresponde a solicitudes no inscritas, mientras 
que 37.486 (36 %) fueron debidamente inscri-
tas en el Registro de Tierras Despojadas y aban-
donadas Forzosamente (RTDAF), equivalente 
a un total de 735.235 hectáreas inscritas en ca-
beza de 165.933 personas12.

A partir de la información, se recomienda a la 
URT revisar aquellos casos que se encuentran 
sin microfocalizar e identificados con riesgo 
medio, bajo y sin afectación, a fin de convocar 
el COLR para realizar el estudio de la viabili-
dad de la microfocalización o determinar es-
trategias con los organismos de seguridad que 
permitan en un corto plazo lograr la interven-
ción vía restitución de tierras.

1.3.3.2 Etapa judicial

La Defensoría del Pueblo encontró que, a 30 
de junio de 2023, la URT ha radicado 20.355 
demandas correspondientes a 35.080 solici-
tudes (646.237 hectáreas y 151.388 perso-
nas), de un total de 37.486 casos inscritos13, 
lo que evidencia la existencia de 2.406 soli-
citudes pendientes de ser presentadas ante 
la jurisdicción especializada en restitución 
de tierras y que cuentan con una decisión de 
ingreso al Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente. 

Se recomienda al Consejo Superior de la Ju-
dicatura dar cumplimiento a la orden emitida 
por la Corte Constitucional, en sentencia T 
341 de 2022, de poner en funcionamiento el 
plan de descongestión judicial en la rama es-
pecializada en restitución de tierras, a fin de 
garantizar mayor eficiencia y celeridad en la 

etapa judicial, respecto a las solicitudes que 
se encuentran a espera de sentencia, así como 
un seguimiento efectivo al cumplimiento de 
órdenes posfallo.

1.3.3.3 Etapa de cumplimiento de 
órdenes - posfallo

De acuerdo con la información remitida por 
la URT a 30 de junio de 2023, los jueces y 
magistrados especializados en restitución de 
tierras han proferido 8.316 sentencias, co-
rrespondientes a 14.537 solicitudes de resti-
tución, de 35.080 que han sido presentadas 
ante los despachos judiciales, de las cuales 
20.543 se encuentran sin decisión.

Frente al cumplimiento de las 50.182 órdenes 
a cargo la URT, a 31 de mayo de 2023, la enti-
dad ha atendido 39.074 órdenes relacionadas 
principalmente con: i) compensaciones a vícti-
mas y a terceros de buena fe exenta de culpa, ii) 
atención a segundos ocupantes, iii) acompaña-
miento a entregas materiales de restitución, iv) 
transferencia de predios origen, v) implemen-
tación de proyectos productivos familiares, vi) 
priorización de vivienda ante la entidad corres-
pondiente y (vii) alivio de pasivos de servicios 
públicos y por deudas financieras

13 Información entregada por la URT mediante oficio URT- DJR-00676 del 30 de junio de 2023
14 Respuesta Instituto Geográfico Agustín Codazzi. Oficio Radicado N.º 2500DGC-2023-
0003673-EE-001 del 10 de mayo de 2023, p. 8
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1.4. Catastro 
multipropósito

En cuanto al estado de avance de la imple-
mentación de la política de catastro multi-
propósito, el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi (IGAC) informó a la Defensoría del 
Pueblo haber revisado las cifras del porcen-
taje de área con información catastral actua-
lizada14, con corte a diciembre de 2022. De 
este ejercicio, el IGAC estableció que dicho 
porcentaje, definido en un 42,39 % de avan-
ce, estaba compuesto por dos procesos catas-
trales: i) el área intervenida por actualización 
catastral que corresponde al 9,40 % del área 
geográfica del país (10.730.457 hectáreas) y 
ii) el área intervenida por procesos de conser-
vación catastral que corresponde al 32,98 % 
(37.633.514 hectáreas).

En ese sentido, la actual administración de-
terminó que los avances en la política de 
catastro multipropósito solo deben ser me-
didos en función del área intervenida en el 
proceso de actualización catastral, así esta-
blecido en el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026. 

La revisión de las cifras sobre el área con in-
formación catastral actualizada conlleva a 
que la actual administración duplique sus 
esfuerzos con la finalidad de que se pueda 
cumplir la meta fijada en el Plan Nacional de 
Desarrollo de pasar de un 9,4 % en 2022 a un 
70 % en 202615 del catastro actualizado. 

Por otra parte, el IGAC reporta 45 gestores 
catastrales habilitados, de los cuales 43 se 
encuentran en operación16. Si bien en el 
primer semestre de 2023 se han realizado 
avances en la habilitación de nuevos ges-
tores catastrales, esto no se ha reflejado en 
un avance significativo en el área abarcada 
por el catastro multipropósito. A ello se 
suma que la mayoría de los gestores catastra-
les actualmente habilitados corresponden a 
municipios y no a departamentos, por lo 
que no debe descartarse una estrategia que 
incentive a que una mayor cantidad de de-
partamentos se conviertan en gestores ca-
tastrales destinados a apoyar las labores del 
catastro multipropósito; cuentan con una 
mayor capacidad presupuestal y adminis-
trativa para poder llevar a cabo esta labor. 

En virtud de lo expuesto, la Defensoría del 
Pueblo recomienda crear mecanismos que 
incentiven a que mayor cantidad de departa-
mentos se habiliten como gestores catastra-
les con la finalidad de aprovechar la robustez 
presupuestal y administrativa con la que 
cuentan estas entidades territoriales, lo que 
facilitaría abarcar una mayor cantidad de te-
rritorios en apoyo a las labores del IGAC. 

Asimismo, se hace un llamado al IGAC, 
DNP y la Presidencia de la República para 
priorizar la asignación del presupuesto re-
querido que facilite acreditar el cumplimien-
to de las metas fijadas por el Gobierno Na-
cional y explorar acciones que propendan 
por la cooperación técnica y financiera no 

15 Ibidem.
16 Comunicación N.º 2500DGC-2023-0003673-EE-001 del 10/05/2023 del Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi, p. 5.
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reembolsable para la implementación del ca-
tastro multipropósito.

 

1.5. Cierre de la frontera 
agrícola

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos-
tenible ha informado que el documento de 
cierre técnico del Plan de Zonificación Am-
biental (PZA), presentado el 07 de octubre de 
2021, incluye ocho indicadores para el segui-
miento de metas. En dicho documento se es-
tipuló que en un plazo máximo de seis meses a 
la expedición del acto administrativo de adop-
ción formal, se elaboraría entre el Ministerio 
de Ambiente y Ministerio de Agricultura la 
batería de indicadores con su respectiva pro-
yección de metas.17

Con corte al 30 de abril de 2023, el Ministe-
rio de Ambiente informó que para junio de 
2023 se tendría acordado entre las partes la 
Batería de Indicadores del PZA, planteada a 
un horizonte hasta 2031, para de esta manera 
proceder a cargarla en el SIIPO y generar los 
reportes correspondientes con siete acciones 
dentro de las once líneas estratégicas del Plan 
de Acción del PZA.

Por otra parte, la Defensoría del Pueblo resalta 
que el Ministerio de Ambiente ha contempla-
do priorizar la ampliación de la zonificación 
ambiental indicativa a escala 1:100.000 en 150 
nuevos municipios, en línea con lo dispuesto 
en el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026. 

Los criterios que se han tenido en cuenta para 
esta nueva zonificación se encuentran dados 
por ser territorios con altos índices de defo-
restación, como la Amazonía y el Pacífico, y 
de alta conflictividad socioambiental, como el 
Catatumbo y el Macizo Colombiano.

Se destaca que el Plan Nacional de Desarrollo 
(Ley 2294 de 2023, artículo 55) creó la figura 
de concesiones forestales campesinas con la 
cual se pretende el otorgamiento del uso del 
recurso forestal y de la biodiversidad en bal-
díos de zona de reserva forestal de Ley 2ª, con 
el acompañamiento del Estado por un plazo 
de hasta 30 años prorrogables por el mismo 
término, con el f in de conservar el bosque 
y cuyos beneficiarios serán organizaciones 
campesinas, familias campesinas asociadas, 
mujeres campesinas, así como aquellas per-
sonas que hayan ingresado a los modelos de 
justicia transicional del Acuerdo de paz.

Actualmente, el Ministerio de Ambiente in-
formó a la Defensoría del Pueblo que prepara 
una propuesta para la reglamentación del ar-
tículo que tendrá en cuenta los aspectos parti-
culares, en lo que tiene que ver con condicio-
nes de acceso y deberes de las comunidades y 
organizaciones campesinas beneficiarias.

En virtud de las acciones reportadas por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Soste-
nible, la Defensoría del Pueblo recomienda 
avanzar con el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural en la concertación de los 
indicadores del PZA, a fin de proceder a car-
gar dicha información en el SIIPO y, de esta 
forma, asegurar la generación de los reportes 

17 Ministerio de Ambiente. Dirección de Ordenamiento Ambiental Territorial y SINA. Oficio de 
respuesta radicado N.º 31032023E2020335 del 26 de junio de 2023
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periódicos de avance correspondientes.

Otro llamado dirigido al Ministerio de Am-
biente tiene que ver con avanzar con celeri-
dad en la reglamentación de las concesiones 
forestales campesinas, determinar de manera 
clara y precisa las condiciones y requisitos 
para su ejecución y pronta vinculación de 
población beneficiaria. 

1.6. Programas de 
Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET)

1.6.1 Análisis del avance 
de los PDET en el entorno 
subregional

La Agencia de Renovación del Territorio re-
porta con corte a junio de 2023 que, de las 
33.007 iniciativas, 13.752 cuentan con ruta 
de implementación activa, es decir, el 41,66 
%. Esto evidencia un aumento del 1,1 % en las 
iniciativas con ruta de implementación acti-
va, entre octubre de 2022 y abril de 2023, si 
se tiene en cuenta que el porcentaje de avance 
reportado en el Tercer Informe Defensorial 
era de 40,25 %.

En cuanto al número de proyectos en curso, a 
partir de los cuales se materializan las diferen-
tes iniciativas, la ART reporta en su respuesta 

institucional, de fecha 12 de mayo de 2023, 
un total de 11.809 proyectos18 divididos por 
cada una de las subregiones PDET. 

Las subregiones que han movilizado un mayor 
número de proyectos son Alto Patía y Norte 
del Cauca, Putumayo y Cuenca del Caguán 
y Piedemonte Caqueteño. Al igual, la subre-
gión que ha finalizado un mayor número de 
proyectos es Putumayo con 464. Por su parte, 
las subregiones que han movilizado el menor 
número de proyectos corresponden al Sur del 
Tolima, Sur de Córdoba y Pacífico Medio. 

En cuanto al funcionamiento y avance de los 
proyectos estructurados, en ejecución y termi-
nados, la Defensoría reconoce el esfuerzo de la 
ART en la revisión y evaluación de los proyec-
tos a través de los encuentros subregionales a 
inicios de 2023 donde se priorizaron 2.597 ini-
ciativas de las 32.808 contenidas en los PATR. 

Así las cosas, la Defensoría del Pueblo reitera 
la recomendación de armonizar el número de 
proyectos con las iniciativas a las que corres-
ponden, de forma tal que sea posible identifi-
car las iniciativas ya finalizadas como aquellas 
que aún no cuentan con proyectos asociados. 
Esto con el fin de evaluar de manera más inte-
gral el avance e impacto territorial de las ini-
ciativas del PDET en el entorno subregional. 

De igual forma, se hace un llamado a la ART 
para que se prioricen en el marco de los pro-
yectos integradores, los pilares que reportan 
un menor grado de avance, así como aquellas 
regiones que registran los mayores niveles de 

18 Oficio de la Agencia de Renovación del Territorio en respuesta a solicitud de la Defensoría 
del Pueblo, 12 de mayo de 2023, radicado N.º  20231200038841
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vulnerabilidad social y afectaciones por la 
presencia de actores armados ilegales.

1.6.2. Financiación y asigna-
ción presupuestal

A mayo de 2023, la ART reporta un total 
de 1,37 billones19 para proyectos aproba-
dos por fuentes OCAD Paz, OXL, ART, 
Cooperación y SGR regional20. Igualmen-
te, conforme con lo señalado por la Unidad 
de Implementación del Acuerdo de paz de 
Presidencia se aprobó la ampliación del 
cupo del mecanismo obras por impues-
tos a 800.000 millones para 2023 por par-
te del Consejo Superior de Política Fiscal 
(CONFIS). Para el uso de estos recursos 
se tienen registrados en el banco de obras 
por impuestos 115 proyectos por 941.614 
millones a través de los cuales, las empresas 
privadas se pueden vincular y contribuir al 
cierre de brechas21. 

Es de anotar que el OCAD PAZ financió 
proyectos dirigidos a municipios no PDET, 
esto porque la normatividad vigente con-
templaba la posibilidad de que dicha fuente 

de financiación permitiera financiar otros 
municipios. En consecuencia, la Ley 2294 
de 2023 del Plan Nacional de Desarrollo, en 
su artículo 16 modificó el artículo 2 del De-
creto Ley 413 de 201822 que incluye, de ma-
nera particular, las siguientes precisiones: i) 
la convocatoria pública para definir los pro-
yectos de inversión susceptibles de ser finan-
ciados con recursos de paz deben ser asigna-
dos en el marco de los PATR, en búsqueda 
de la distribución equitativa de los recursos 
entre las 16 subregiones, ii) los proyectos 
que se sometan a consideración del OCAD 
Paz deben coincidir con iniciativas PDET, 
es este un requisito de viabilización de los 
proyectos; iii) las entidades territoriales be-
neficiarias deben ser de las 16 subregiones 
PDET y iv) los términos de referencia serán 
estructurados por el DNP y la ART o quien 
haga sus veces23 .

Cabe advertir que aun con la posibilidad de 
f ijar los recursos OCAD Paz únicamente 
para la destinación de las iniciativas PDET, 
la ART ha advertido que el presupuesto vi-
gente para la puesta en marcha de los PDET 
no será suf iciente para dar cumplimiento 
efectivo al total de iniciativas de los PATR. 
Dentro de los análisis adelantados por la 

19 No se incluye Trazador Paz PGN 2023, ni las inversiones financiadas con recursos de las 
entidades territoriales como recursos propios y SGP. 
20 Oficio de la Agencia de Renovación del Territorio en respuesta a solicitud de la Defensoría 
del Pueblo, 12 de mayo de 2023, radicado N.º  20231200038841
21 Unidad de Implementación del Acuerdo. Oficina del Alto Comisionado de Paz. Avance de la 
implementación del Acuerdo final de paz en el gobierno del cambio (2023).
22 Por el cual se definen las reglas de priorización de las entidades territoriales beneficiarias de 
la asignación para la paz del SGR y de dictan disposiciones relacionadas con la aprobación de 
proyectos de inversión en el OCAD Paz
23 Ley 2294 del 19 de mayo de 2023, Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, artículo 16.



entidad están que en la vigencia anterior se 
aprobaron aproximadamente 5.000 proyec-
tos por unos veinte billones de pesos, por lo 
que se estima que para el cumplimiento de 
las 32.000 iniciativas se necesitarán más de 
doscientos billones de pesos24.

Al respecto, desde la Defensoría se considera 
fundamental que se gestionen los recursos de 
parte del Gobierno Nacional para apalancar 
las iniciativas que permitan dar celeridad a la 
implementación de los PDET, focalizar re-
cursos en las iniciativas priorizadas en el mar-
co de los acuerdos regionales, así como los 
proyectos integradores definidos por la ART.

1.6.3. Mecanismos de parti-
cipación

El fortalecimiento de los mecanismos de par-
ticipación del programa ha sido una recomen-
dación constante de parte de la Defensoría del 
Pueblo en informes anteriores y la ART la 
recoge en el marco de su plan estratégico que 
dispone la formulación de un plan de forta-
lecimiento participativo. De igual forma, la 
gestión de la ART inicia con el desarrollo de 
encuentros subregionales desde los cuales ha 
sido posible evaluar la ejecución de algunos de 
los proyectos del programa PDET. 

Sin embargo, aún es necesario que se brinde 
soporte jurídico y normativo al funciona-
miento, estructuración y alcance de los gru-
pos motores, de forma tal que estos escena-

rios de participación no estén condicionados 
a la voluntad de los entes locales, frente a si 
hacerlos partícipes o no en la priorización y 
ejecución de iniciativas que sean apalanca-
das por las alcaldías o gobernaciones. Es im-
portante, además, el carácter vinculante que 
puedan tener los grupos motores en la ejecu-
ción y evaluación de los proyectos. 

1.7. Jurisdicción agraria

En agosto de 2022, la Corte Constitucional 
declaró a través de la sentencia SU-288 de 
2022, el “grave incumplimiento del régimen 
especial de baldíos y del deber del Estado de 
promover el acceso progresivo a la propie-
dad de la tierra de los campesinos”25. En la 
decisión, la Corte Constitucional exhortó 
al Gobierno Nacional y al Congreso de la 
República a la creación de una jurisdicción 
agraria y ordenó al Consejo Superior de la 
Judicatura adoptar las medidas administra-
tivas necesarias para que la jurisdicción or-
dinaria en materia civil pueda adelantar las 
actuaciones judiciales necesarias en materia 
agraria, mientras se crea e implementa la ju-
risdicción especial.

Con este antecedente como punto de parti-
da y tras el cambio de Gobierno en agosto 
de 2022, se presentó el proyecto de Acto 
Legislativo N.º 035 de 2022 Senado – 173 
de 2022 “por el cual se reforma la Consti-
tución política de Colombia y se establece 
la Jurisdicción Agraria y Rural”. Este pro-

24 El Espectador, “¿Qué pasará con los PDET en lo que resta del gobierno Petro? (12 de julio de 2023).
25 Corte Constitucional. Sentencia SU – 288 de 2022. Recuperado de: https://www.cortecons-
titucional.gov.co/relatoria/2022/SU288-22.htm
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yecto presentado por el Gobierno Nacional 
en cabeza del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, Ministerio de Justicia y 
Ministerio del Interior representa el tercer 
intento de construir una jurisdicción espe-
cial que propenda por dirimir los conflic-
tos por el uso y la tenencia de la tierra de la 
población rural más vulnerable, en cumpli-
miento de los postulados contenidos en el 
Acuerdo de paz. 

El proyecto en mención, a diferencia de los 
presentados en 2020 y 2021, se distanciaba de 
un modelo de especialidad agraria y propo-
nía un modelo de jurisdicción con una Corte 
Agraria como órgano de cierre, entendida 
como el máximo tribunal de la jurisdicción 
agraria y rural. En la discusión del proyecto, 
la Rama Judicial expresó su preocupación 
con la propuesta de creación de una Corte 
Agraria como órgano de cierre. 

Para abril de 2023, la Rama Judicial afirmó 
que era “innecesaria la creación de la Corte 
Agraria y Rural” 26 y que las funciones para 
las que se esperaba crear dicha Corte ya eran 
cumplidas por la Corte Suprema de Justicia, 
por tratar conflictos particulares, y por el 
Consejo de Estado, cuando la controversia 
involucra actos administrativos. 

Esta solicitud fue acogida y respaldada por 
la Defensoría del Pueblo; mediante comu-
nicado dirigido a la opinión pública se hizo 

un llamado al Congreso de la República y 
al Gobierno Nacional para que atendiera y 
acogiera los argumentos esbozados por la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Es-
tado y el Consejo Superior de la Judicatura 
en lo referente a suprimir la creación de una 
nueva Corte Agraria y Rural para centrarse 
en fortalecer el recurso humano y técnico en 
el entorno territorial, ampliar así la base de 
juzgados y tribunales que puedan atender las 
situaciones de conflicto agrario y rural, pero 
mantener como órgano de cierre a la Corte 
Suprema y el Consejo de Estado. 

Las posiciones presentadas por las altas 
cortes y respaldadas además desde la De-
fensoría permitieron que se modificara el 
texto del acto legislativo y se eliminara así la 
propuesta de corte agraria como órgano de 
cierre y, en su defecto, incluir que el órgano 
de cierre de la jurisdicción agraria fuera la 
Sala de Casación Civil, Agraria y Rural de 
la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio 
de las competencias atribuidas al Consejo 
de Estado. 

El proyecto de acto legislativo finalmente sur-
tió los ocho debates correspondientes ante la 
Comisión Primera Constitucional Perma-
nente de Cámara y Senado. El texto defini-
tivo se aprobó el pasado 13 de junio de 2023. 

La Defensoría del Pueblo resalta el cumpli-
miento dado a este compromiso fijado en 
el Acuerdo de paz y reitera nuevamente la 

26  Comunicación dirigida a la Comisión primera constitucional de la cámara de representantes, de 
parte del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Presidente del Consejo de Estado y Presidente 
del Consejo Superior de la Judicatura, 13 abril de 2023.
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importancia de que el acto reglamentario de 
la jurisdicción agraria contemple, en unos 
tiempos estimados y céleres, la dotación de 
jueces agrarios especializados para la gestión 
de los conflictos territoriales por el uso y 
tenencia de la tierra de la población rural, 
con eje central no solo las zonas PDET, sino 
también en aquellas caracterizadas por la 
existencia de numerosos e históricos con-
flictos rurales y agrarias. 

En ese orden de ideas, se recomienda que la 
reglamentación del Acto Legislativo 03 de 
2023 desarrolle los principios básicos que 
deberán orientar a al jurisdicción agraria 
como asignación de facultades jurisdiccio-
nales para la adopción de decisiones extra y 
ultra petita cuando se evidencia una asime-
tría en la relación procesal; protección de la 
parte más débil en las relaciones de tenencia 
de la tierra y de la producción agraria (muje-
res rurales, comunidades campesinas, pue-
blos étnicos, comunidades de pescadores 
artesanales) y prevalencia del derecho sus-
tancial sobre las formas. 

Asimismo, se hace un llamado al Consejo Su-
perior de la Judicatura a avanzar en proceso 
gradual y progresivo de dotación de jueces y 
magistrados en el entorno territorial, encarga-
dos de atender de manera célere y directa las 
necesidades de justicia en los territorios rura-
les del país, especialmente, aquellos caracteri-
zados con un alto nivel de conflictividad. 
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2 PUNTO 2. PARTICIPACIÓN 
POLÍTICA: APERTURA 
DEMOCRÁTICA PARA CONSTRUIR 
LA PAZ

2.1. Mecanismos creados en el punto 2 para garantizar la 
seguridad de personas defensoras de derechos humanos, 
líderes y lideresas sociales en el ejercicio de la política

La Alerta temprana 019-23 analiza algu-
nos de los mecanismos contemplados en el 
Acuerdo de paz en favor de PPDDHH, líde-
res y lideresas sociales, el cual impulsó trans-
formaciones a los mecanismos de prevención 
de violaciones a sus derechos fundamentales, 
así como propuestas de protección colectiva. 
En su conjunto, el Acuerdo final despliega 
una gran capacidad del Estado para prevenir 
y proteger la vida y labor de las PDDH y lí-
deres sociales. Sin embargo, su implementa-
ción ha sido parcial y la generación de nuevos 
espacios que coinciden en responsabilidad 
para autoridades territoriales y las mismas 
PDDH y líderes sociales podría considerarse 
un reproceso en la protección y garantía de 
derechos de esta población. Esta es una ca-
pacidad – vulnerabilidad que persiste desde 
el escenario advertido en la AT 026-18 y su 
informe de seguimiento en 2019.

En cuanto a la operatividad del Sistema Inte-
gral de Seguridad para el Ejercicio de la Polí-
tica (SISEP) se advierte que en lo corrido del 
año no se han adelantado reuniones. La últi-
ma se sostuvo en septiembre de 2022, don-
de se anunció la integración de los espacios 
que componen el Sistema, sin que la decisión 
haya surtido efecto a la fecha.

En el caso de la Comisión Nacional de Ga-
rantías de Seguridad (CNGS) se destaca que 
en lo corrido de 2023 se han realizado más de 
30 sesiones de la Subcomisión Técnica. Des-
de marzo de 2023 se cuenta con un proceso 
de validación por parte de las entidades que 
integran la Comisión, el cual contiene prin-
cipios, enfoques y componentes en su plan 
de acción que incluye más de 130 acciones. 
La Defensoría resalta que en el seno de la Co-
misión Nacional de Garantías de Seguridad 
se aprobó en septiembre de 2023 la política 
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de desmantelamiento de organizaciones cri-
minales, cuyo objetivo consiste en contribuir 
a la no repetición de graves violaciones a los 
derechos humanos e infracciones al DIH 
contra personas y comunidades sujetos de 
protección de la CNGS, afectados por orga-
nizaciones y conductas criminales. 

En lo que respecta a la implementación del 
Decreto 660 de 2018, por el cual se crea y se 
reglamenta el Programa Integral de Segu-
ridad y Protección para las Comunidades y 
Organizaciones en los Territorios, se observa 
que, a la fecha, los niveles de implementación 
del referido Decreto no ha superado la fase 
diagnóstica. 

De conformidad con lo anterior se recomien-
da la construcción y revisión de la caracteri-
zación de los grupos armados ilegales y del 
crimen organizado que operan en el país para 
poder determinar el marco jurídico aplicable, 
en el marco de la política de seguridad, frente 
a cómo se deben combatir.

Asimismo, se hace un llamado a fortalecer y 
ajustar las estrategias de carácter preventivo 
que permitan reflejar y evidenciar una re-
ducción del riesgo advertido para personas 
defensoras de derechos humanos (PDDH) y 
liderazgos sociales, de manera que su accio-
nar no se limite únicamente a una perspec-
tiva reactiva de militarización de territorios.

Otra recomendación tiene que ver con la ne-
cesidad de impulsar las investigaciones por 
los delitos cometidos en contra de las perso-
nas defensoras de derechos humanos, espe-
cialmente en los municipios advertidos en la 
Alerta temprana 019-23.

Igualmente, se insta a avanzar en la reestruc-
turación de la Unidad Nacional de Protec-
ción para que esté en capacidad de responder 
de manera inmediata y eficaz a los requeri-
mientos que se presenten para la protección 
de las personas vinculadas a los grupos de su 
responsabilidad.
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3. PUNTO 3. FIN DEL CONFLICTO

3.1. Reincorporación de las FARC-EP a la vida civil: en 
lo económico y lo social

3.1.1. Componente de acceso a tierras:

La Defensoría del Pueblo resalta la prime-
ra adjudicación de tierras desde la firma del 
Acuerdo de paz, a favor de 28 familias en pro-
ceso de reincorporación, mediante la expedi-
ción de la Resolución N.º 20234000560766 
del 09 de junio de 2023, por la cual la ANT 
adjudica en común y proindiviso los predios 
denominados “La Manga” y “La Rincona-
da”, ubicados en el municipio de Anorí – 
Antioquia, con una extensión de 53 hectá-
reas, para el desarrollo de proyectos agrícolas 
y pecuarios. 

A ello se le suman dos adjudicaciones adicio-
nales que tuvieron lugar el 20 y 27 de junio de 
2023. La primera sobre el predio denomina-
do “San Luis” (Fonseca – La Guajira) corres-
pondiente al AETCR Pondores, a favor de la 
Cooperativa Multiactiva Para La Paz de Co-
lombia COOMPAZCOL y, la segunda, en el 
predio Lote 2 Reserva “El Pensil” (Iconozo 
– Tolima) a favor de la Asociación Ganadera 
Campesina por la Paz - ASOGANCPAZ27.

En relación con los avances en la ruta de com-
pra directa de 15 predios, ubicados en los AET-
CR de Filipinas (Arauca), Pondores (Guajira), 
La Fila (Tolima), La Variante (Nariño), Mira-
valle (Caquetá), El Ceral (Cauca), la Defen-
soría del Pueblo observa que durante 2020 y 
2022 se registró como avance la adquisición de 
cinco bienes inmuebles, para los AETCR La 
Fila (Iconozo – Tolima), La Variante (Tumaco 
– Nariño) y Pondores (Fonseca – La Guajira), 
respecto de los cuales se adelantaron diliencias 
de entrega provisional a los colectivos. 

En contraste con dicha gestión se resalta que, 
para el periodo comprendido entre enero a 
junio de 2023, la Agencia para la Reincor-
poración y la Normalización (ARN) y ANT 
han avanzado en la compra directa de siete 
predios para la consolidación de los AETCR 
Iconozo, La Variante, Pondores y Miravalles, 
acciones que tienen incidencia en el recono-
cimiento de derechos de propiedad de la tie-
rra para firmantes del Acuerdo de paz. 

 27 Agencia Nacional de Reincorporación. Oficio de respuesta N.º OFI23-014140 del 04 de 
agosto de 2023
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Cobra especial importancia garantizar que 
la ruta de acceso a tierras para población en 
proceso de reincorporación no solo priorice el 
desarrollo de proyectos productivos, sino que 
comprenda de manera concomitante solucio-
nes de habitabilidad que contribuyan a la dis-
minución de niveles de vulnerabilidad de esta 
población. Para ello, se hace un llamado a la 
ARN para que, en conjunto con el Ministerio 
de Vivienda y la ANT, continúe el avance en la 
formulación de rutas y modificaciones norma-
tivas que garanticen el acceso efectivo a subsi-
dios de vivienda rural, cuando se trate de adju-
dicaciones a asociaciones u organizaciones de 
cooperativas de firmantes del Acuerdo de paz. 

En lo que respecta a la caracterización de po-
blación firmante para fines de acceso a la pro-
piedad de la tierra, la Defensoría del Pueblo 
observa la necesidad de que la ARN sume es-
fuerzos con la ANT para la suscripción de un 
instrumento jurídico que facilite el intercam-
bio de información de población reincorpo-
rada, de manera que esta última entidad cuen-
te con una línea base que le permita ejecutar 
acciones encaminadas al diligenciamiento del 
FISO y posterior valoración en el RESO de 
población en proceso de reincorporación, si 
se considera que la ANT registra a la fecha un 
avance en la materia del 2,6 % con respecto al 
universo de familias que habitan por fuera de 
los AECTR (7.395 personas). 

Es una necesidad apremiante avanzar en la 
materialización de garantías de acceso a la tie-
rra para población en proceso de reincorpo-
ración que habita fuera de los AETCR o que 
se encuentra en las Nuevas Áreas de Rein-
corporación (NAR), se hace necesario que la 
ANT no solo adopte acciones encaminadas 
al diligenciamiento del FISO, sino a la valo-

ración definitiva en el RESO, de modo que 
se dé impulso a la implementación de progra-
mas de acceso a tierra a favor de población en 
reincorporación, con el fin de garantizar así 
un proceso colectivo de reinserción socioeco-
nómica que cobije de manera integral a toda 
la población firmante del Acuerdo de paz. 

La situación de derechos humanos que se ha 
presentado en los AETCR Mariana Páez y 
Georgina Ortiz pone de presente la necesidad 
de garantizar un proceso de reincorporación 
integral, que involucre los componentes po-
líticos, sociales, económicos y de seguridad 
para la población signataria del Acuerdo final 
de paz, desde una perspectiva de derechos hu-
manos, de género y diferencial, multidimen-
sional, territorial, participativo y étnico, en 
los términos establecidos por la Corte Cons-
titucional en sentencia SU-020 de 2022. 

Asimismo, la Defensoría del Pueblo hace un 
llamado a dar observancia a los documentos 
emitidos por el Sistema de Alertas Tempra-
nas de la Defensoría del Pueblo donde no 
solo se han advertido escenarios de riesgo 
para población en procesos de reincorpora-
ción y sus familias, sino que además se han 
formulado recomendaciones encaminadas a 
la protección de los derechos humanos a la 
vida, integridad, seguridad personal y acceso 
a la tierra de los firmantes del Acuerdo de paz.

3.1.2. Componente de ha-
bitabilidad – derecho a la 
vivienda digna

La Defensoría del Pueblo observa que desde 
la vigencia de 2022 no se han celebrado nue-
vas contrataciones para la construcción de 
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proyectos de vivienda para la consolidación 
de los AETCR. En el caso de los tres AETCR 
que cuentan con proyectos de vivienda en eje-
cución, solo en dos se reportan actividades de 
construcción de vivienda, como es el caso del 
AETCR Los Monos (Caldono – Cauca) y 
AETCR Filipinas (Arauquita – Arauca). 

No obstante, en estos dos últimos casos se 
evidencia un precoupante avance, si se consi-
dera que en el AETCR Los Monos se reporta 
la construcción de 15 viviendas terminadas, 
frente a las 150 soluciones de habitabilidad 
que se definieron en el Contrato O19F de 
2022. Igual caso ocurre con el AETCR Fili-
pinas donde se registra como acción la cons-
trucción de cuatro viviendas frente a 187 
soluciones de habitabilidad pactadas en el 
contrato O16F. 

En términos de avaces, la Defensoría del Pue-
blo resalta que la ARN en coordinación con 
el Ministerio de Vivienda han liderado la re-
activación del proyecto de Subsidio Familiar 
de Vivienda Rural para la consolidación del 
AETCR Llano Grande (Dabeiba – Antio-
quia), mediante la apertura de convocatoria 
pública N.º 001F del 04 de abril de 2023 para 
la construcción de 109 soluciones de vivienda. 

Por lo anterior, se recomienda revestir de im-
pulso la construcción de las soluciones rura-
les de habitabilidad contratadas desde la vi-
gencia de 2022 y adelantar todas las acciones 
necesarias para avanzar en la habilitación de 
los potenciales beneficiarios en aras de garan-
tizar el acceso al Subsidio Familiar de Vivien-
da Rural (SFVR) para la población reincor-

porada de los AETCR Filipinas (Arauquita 
– Arauca), Los Monos (Caldono – Cauca) y 
El Donceollo (Doncello – Caquetá). 

De igual forma, se hace un llamado a reactivar 
los proyectos de SFVR en los siete AETCR 
que cuentan con estudios de prefactibilidad, 
donde se ha determinado la viabilidad de los 
predios adquiridos para la construcción de so-
luciones de vivienda de modo que se adopten 
las acciones correspondientes para garantizar 
la gestión de los recursos requeridos para fi-
nanciar y dar paso al inicio de obras.

3.1.3. Componente de sos-
tenibilidad económica:

La Defensoría del Pueblo resalta que con cor-
te al 30 de junio de 2023 se aprobaron siete 
nuevos proyectos colectivos, tras ocho meses 
sin que el Consejo Nacional de Reincorpo-
ración aprobara alguno. Dichos proyectos, 
aprobados en los departamentos de Antio-
quia, Bolívar, Chocó, Cauca, Huila, Tolima y 
Meta, benefician a 86 personas (66 hombres 
y 20 mujeres) vinculados a siete formas aso-
ciativas, por valor total de $1.047.619.954 28 

De acuerdo con la anterior cifra, al 30 de ju-
nio de 2023 se cuenta con un total de 128 
proyectos colectivos aprobados por el Con-
sejo Nacional de Reincorporación (CNR), 
que benefician a 4.028 personas (2.910 hom-
bres y 1.118 mujeres) vinculados a 95 formas 
asociativas, por valor de 48.136.584.696. 

28 Agencia de Reincorporación y Normalización. Oficio N.º OFI23-014140 del 04 de agosto de 2023
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En lo que atañe a la aprobación de proyectos 
individuales, en el periodo del primero de 
enero al 30 de junio de 2023, la ARN infor-
mó a la Defensoría del Pueblo haber apro-
bado y desembolsado 121 proyectos pro-
ductivos individuales que benefician a 132 
personas en el marco de la reincorporación 
individual (36 mujeres y 96 hombres), por 
un valor de $1.055.986.218, correspondien-
tes al Presupuesto General de la Nación. 

En ese sentido, al 30 de junio de la presente 
anualidad se tiene un acumulado de 5.448 
proyectos individuales aprobados y desem-
bolsados que han beneficiado a 6.551 perso-
nas (4.942 hombres y 1.609 mujeres) por un 
monto de $52.404.891.743 correspondien-
tes al Presupuesto General de la Nación29.

Desde la Defensoría del Pueblo se observa la 
necesidad de fortalecer la articulación insti-
tucional en el componente de sostenibilidad 
económica, para garantizar que la población 
en proceso de reincorporación acceda de ma-
nera efectiva a componentes de extensión 
rural, comercialización y fortalecimiento a la 
asociatividad. 

Particularmente, se recomienda a la ARN au-
nar esfuerzos con entidades como la Agencia 
de Desarrollo Rural, a fin de garantizar que la 
población en proceso de reincorporación ac-
ceda a proyectos e iniciativas que oferta dicha 
entidad en materia de circuitos cortos de co-
mercialización, encadenamientos productivos, 
agrologística, extensión rural y promoción de 
su participación en las compras públicas loca-
les de alimentos, con el objeto de garantizar la 
sostenibilidad de sus emprendimientos rurales.

3.2. Atención a la 
primera infancia, 
niñez y adolescencia en 
el marco del proceso de 
reincorporación

3.2.1. Programa Camino Di-
ferencial de Vida  (CDV)

Para 2023 se encuentra que 118 jóvenes se 
benefician de este programa. En cuanto al 
componente de sostenibilidad económica 
para los jóvenes beneficiarios del programa, 
la Agencia de Reincorporación ha informa-
do que entre el primero de enero y el 30 de 
mayo de 2023, 15 jóvenes (cinco mujeres y 
10 hombres) en proceso de reincorporación 
se han vinculado en 12 proyectos produc-
tivos por un valor de $678.030.761, de los 
cuales $472.000.000 corresponden al apo-
yo del Presupuesto General de la Nación, 
$200.030.761 al cierre f inanciero por al 
MPTF (Fondo Multidonante) y $6.000.000 
al cierre f inanciero de otras fuentes. Estos 
proyectos se encuentran ubicados en las lí-
neas productivas de comercio, pecuario y 
servicios, ubicados en los departamentos de 
Antioquia, Bolívar, Cauca, Chocó, Meta, 
Nariño, Norte de Santander, Putumayo, To-
lima y Valle del Cauca. 

En cuanto al componente de habitabilidad se 
encuentra que nueve personas (cuatro muje-
res y cinco hombres) cuentan con procesos de 

29 Op. Cit.
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ahorro activo en el Fondo Nacional del Aho-
rro. Asimismo, seis mujeres cuentan con acceso 
a vivienda propia totalmente pagada y tres mu-
jeres con vivienda propia en proceso de pago. 

Según el informe de rendición de cuentas de 
la ARN del 202230, no es claro si las personas 
incluidas en los avances de este componente 
corresponden a información nueva o hace 
referencia a información total desde el inicio 
del Programa; se reportan casi los mismos 
números a excepción de una mujer más que 
cuenta con vivienda totalmente pagada.

En ese sentido, es importante fortalecer las 
herramientas para que los jóvenes beneficia-
rios del Programa CDV puedan contar, en el 
mediano y largo plazo, con acceso a vivienda 
propia o a condiciones dignas de habitabili-
dad de un inmueble.

Ahora bien, en el componente familiar, la 
ARN informó que 52 mujeres son madres y 
23 hombres son padres. Estos 75 jóvenes tie-
nen 98 hijos e hijas. Asimismo, dicha entidad 
ha informado que la Mesa de Reunificación 
Familiar ha desarrollado sesiones durante la 
vigencia 2023 y como producto de esta ins-
tancia se encuentra el documento que con-
tiene el Programa de Reunificación Familiar, 
finalizado en el segundo semestre de 2022, el 
cual está a la espera de ser presentado y apro-
bado por parte del Consejo Nacional de Re-
incorporación.

En lo que respecta al componente de educa-
ción, a ARN reporta que 54 jóvenes son ba-

chilleres, 44 cursan estudios en proceso de 
formación para el trabajo, 17 cuentan con pro-
gramas aprobados y 90 estudian actualmente, 
cuatro vinculados a educación superior.

3.3. Escenarios de riesgo 
para la población en 
proceso de reincorporación 
y situación de seguridad en 
los AETCR y NAR

Con base en las alertas tempranas (AT) e 
informes de seguimiento (IS) que identifi-
can riesgos y amenazas para excombatientes 
de las antiguas FARC-EP en proceso de re-
incorporación a la vida civil, el Sistema de 
Alertas Tempranas (SAT) ha identif icado 
tres tendencias generales que configuran 
escenarios de riesgo en contra de la garantía 
de los derechos fundamentales y del efectivo 
proceso de reincorporación civil y política 
de los excombatientes:

I) Presión por factores de amenaza: presen-
cia y accionar de grupos armados ilegales 
parte del conflicto armado y de criminalidad 
organizada, entre estos destacan como fuen-
te principal de riesgo la presión ejercida por 
facciones disidentes de las FARC- EP, AGC 
y ELN. 

II) Estigmatización: dichos grupos pueden 
ejercer prácticas de estigmatización basadas, 

30 https://www.reincorporacion.gov.co/es/agencia/SiteAssets/Informe_Individual_Rendicion_
Cuentas_PAZ-Vigencia_2022.pdf
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principal pero no únicamente, en acciones 
de señalamiento como informantes, pertene-
cientes a un lado de la guerra o, incluso, como 
traición a la lucha guerrillera, entre otras. La 
estigmatización se convierte en una sombrilla 
de justificación para la comisión de conduc-
tas que vulneran como amenazas, homicidios 
selectivos y desplazamientos forzados como 
medida de autoprotección. En el caso de las 
mujeres excombatientes, los casos de amena-
za y desplazamiento son extensivos a sus nú-
cleos familiares, lo que conlleva una expan-
sión diferenciada de la violencia ejercida de 
forma selectiva.

III) Vulnerabilidades: la profundización 
de las vulnerabilidades socioeconómicas a 
causa de la falta de cumplimiento estatal en 
la implementación del Acuerdo de paz, así 
como limitado respaldo en el desarrollo de 
medidas de seguridad, acentúan la dificul-
tad de garantizar el pleno cumplimiento de 
la reincorporación.

Es importante mencionar que la Defensoría 
del Pueblo ha identif icado que, a pesar de 
que la Entidad es invitada a espacios y sesio-
nes que son convocados por las secretarías 
técnicas de la Comisión Nacional de Garan-
tías de Seguridad (CNGS) y del Sistema de 
Seguridad para el Ejercicio de la Política (SI-
SEP), los diagnósticos y las recomendaciones 
realizadas, a través de las alertas tempranas, 
en relación con los riesgos para la población 
en proceso de reincorporación no son su-
ficientemente tenidas en cuenta para la for-
mulación de política pública, especialmente 
en lo que tiene que ver con la formulación de 
la política de desmantelamiento de organiza-
ciones criminales. 

Asimismo, la Entidad observa que la Unidad 
Especial de Investigación ha avanzado en el 
cumplimiento a las recomendaciones en re-
lación con las investigaciones sobre delitos 
cometidos contra la vida e integridad física 
de personas firmantes; sin embargo, se re-
quiere avanzar en el desarrollo de investiga-
ciones de carácter global que tengan un im-
pacto colectivo sobre los riesgos que afectan 
a esta población. 

En consecuencia, se recomienda a la Comi-
sión Nacional de Garantías de Seguridad 
(CNGS) y al Sistema de Seguridad para el 
Ejercicio de la Política (SISEP) tomar en 
consideración todos los escenarios de riesgo 
contenidos en las alertas tempranas, de cara a 
la labor de formulación de la política de des-
mantelamiento de organizaciones criminales 
(CNGS).

De igual forma, se hace un llamado a la ARN, 
la Unidad Nacional de Protección (UNP) 
y la Oficina del Alto Comisionado para la 
Paz (OACP) para tomar en consideración el 
contenido y recomendaciones de las alertas 
tempranas e informes de seguimiento que 
focalizan riesgos para personas en reincorpo-
ración, en el diseño de sus planes, programas 
y proyectos para la prevención, protección y 
atención de esa población.
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4. PUNTO 4. SOLUCIÓIN AL 
PROBLEMA DE LAS DROGAS 
ILÍCITAS

4.1. Plan Nacional Integral de Sustitución Voluntaria 
(PNIS) 

4.1.1. Redireccionamientos del Gobierno Nacional a par-
tir de la adopción del Plan Nacional de Desarrollo:

La Ley 2294 de 2023, por la cual se adopta 
el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, 
establece en su artículo 11 que el Gobierno 
Nacional apropiará las partidas presupuesta-
les y los recursos administrativos que se ne-
cesitan para el cumplimiento y cierre de los 
compromisos adquiridos con los pueblos 
étnicos y comunidades campesinas que se 
vincularon al programa. 

En ese sentido, el PND “Colombia Potencia 
Mundial de la Vida” asignó para la vigencia 
2023 un presupuesto de $1,008 billones para 
el cierre financiero del PNIS, con el fin de aten-
der los componentes rezagados del programa. 

Preocupa a la Defensoría del Pueblo que el 
Gobierno Nacional anuncie el cierre de una 
política de Estado derivada del Acuerdo 
final que, en los términos del Acto Legisla-
tivo 02 de 2017, obliga a todos los órganos, 
instituciones y autoridades del Estado a im-

plementarlo de buena fe, como bien ha sido 
reafirmado por la Corte Constitucional en 
sentencia C-630 de 2017. En consecuencia, 
la Defensoría del Pueblo recomienda estu-
diar la viabilidad de redireccionar y armoni-
zar el PNIS en función de los objetivos plan-
teados por el Gobierno Nacional, poner en 
práctica los principios previstos en materia 
de asociatividad, gradualidad y articulación 
interinstitucional e intersectorial, sin que 
ello implique la finalización de una política 
derivada del Acuerdo de paz. 

Se recomienda, entonces, que los redireccio-
namientos del PNIS sean concertados con las 
comunidades campesinas y pueblos étnicos 
y, a su vez, sean discutidos en el seno del Co-
mité de Seguimiento, Impulso y Verificación 
a la Implementación (CSIVI) componente 
comunes y que se cuente con el apoyo de la 
comunidad internacional como la Misión 
de Verificación de la Organización de las Na-
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ciones Unidas, a fin de consolidar líneas de 
mejoramiento de esta política contenida en 
el punto 4 del Acuerdo de paz. 

Como consecuencia del cierre financiero del 
PNIS, el Gobierno Nacional ha anunciado el 
diseño de un Programa de Reconversión Pro-
ductiva con el fin de avanzar en procesos de 
sustitución de economías ilícitas, fundados en 
principios de asociatividad, gradualidad y ar-
ticulación interinstitucional e intersectorial31. 
Dicho programa se focalizará en 145 munici-
pios PDET y no PDET con mayor presencia 
de cultivos de coca, amapola o marihuana. 

Dado que el nuevo programa se implemen-
tará con los postulados de la política de Paz 
Total, no media claridad si la DSCI dará cie-
rre a los indicadores del PMI con el universo 
actual de familias inscritas al PNIS (99.097) 
para formular unos indicadores propios den-
tro del Plan Nacional de Desarrollo. En con-
secuencia, se recomienda al Gobierno Nacio-
nal analizar la posibilidad de armonizar los 
indicadores del PMI con las metas del pro-
grama de reconversación de economías ilega-
lizadas a la luz de lo dispuesto en el Acto Le-
gislativo 02 de 2017 que obliga durante tres 
periodos presidenciales a cumplir de buena fe 
con lo establecido en el Acuerdo final. 

4.1.2. Balance general de la 
implementación del PNIS

A siete años de implementación del Acuerdo 
final, el PNIS registra la vinculación formal 
de 99.097 familias procedentes de 14 depar-
tamentos y 53 municipios, distribuidas así: i) 
67.627 familias cultivadoras, ii) 14.612 fami-
lias no cultivadoras y iii) 16.858 recolectores, 
con lo cual se registra un cumplimiento del 98 
% de los compromisos de sustitución volunta-
ria adquiridos por la población beneficiaria32.

De los componentes del programa, contem-
plados en el artículo 8 del Decreto Ley 896 
de 2017, se registra un mayor avance en la 
implementación del componente individual 
de Plan de Atención Inmediata (PAI). De 
acuerdo con la información presentada por 
la DSCI en mesa de trabajo realizada en ju-
nio de 2023, 72.774 familias (88,49 %) han 
recibido al menos un pago con corte a marzo 
de la presente vigencia, con lo cual se registra 
una inversión de 900000 millones de pesos. 

En el ámbito regional, la Defensoría del Pue-
blo ha identificado que solo en el departa-
mento de Guainía el total de familias inscri-
tas al PNIS han recibido al menos un pago 
por concepto del PAI. En contraposición a 
ello, el departamento de Norte de Santander 

31 Presidencia de la República de Colombia. Unidad de Implementación del Acuerdo. Oficina del 
Alto Comisionado de Paz. Avance de la implementación del Acuerdo de Paz en el Gobierno de 
Cambio. 7 de agosto de 2022 a 31 de marzo de 2023. Recuperado de: https://portalparalapaz.gov.
co/wp-content/uploads/2023/05/AVANCE-DE-LA-IMPLEMENTACION-DEL-ACUERDO-FINAL-DE-
PAZ-EN-EL-GOBIERNO-DEL-CAMBIO-29-MAYO.pdf
32  Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito (UNODC). Informe N.º 24. “Programa 
Nacional Integral para la Sustitución de Cultivos Ilícitos (PNIS)”. Fecha corte de la información: 31 de 
julio de 2022. Recuperado de: https://www.unodc.org/documents/colombia/2022/Diciembre/
INFORME_PNIS_24.pdf
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registra el mayor rezago con un porcentaje de 
avance del 79,77 %, donde se encuentra pen-
diente la atención de 472 familias que no han 
recibido el primer pago por el levantamiento 
del cultivo de uso ilícito.  

Si bien es cierto que los retrasos en la mate-
rialización del PAI se registran desde la fase 
inicial de implementación del PNIS que se 
remonta a 2017, resulta esencial que la DSCI 
defina un plan de acción que permita aten-
der con urgencia el número de familias que se 
encuentran a espera de acceder a este primer 
componente, cuya materialización total esta-
ba prevista para el primer año de implemen-
tación del programa. 

En lo referente al componente de autososte-
nimiento y seguridad alimentaria, en reunión 
institucional sostenida el pasado 16 de junio 
de la presente anualidad, la DSCI reportó a 
la Defensoría del Pueblo que 70.682 familias 
(85,94 %) han recibido la suma correspon-
diente a un millón ochocientos mil pesos 
($1.800.000), para la práctica de labores en 
agricultura orgánica, huertas y especies me-
nores, lo cual ha representado una inversión 
total de $158.000 millones de pesos. 

En lo concerniente a la implementación 
de proyectos productivos de ciclo corto, la 
DSCI reportó un avance reflejado en 66.762 
familias (81,18 %), que representan una in-
versión de $718.000 millones. En ese sentido, 
persiste un rezago cercano al 18,8 %, el cual 
se ve expresado en 15.477 familias que se en-
cuentran a espera de acceder a este compo-
nente, concebido en 2017 para ser entregado 

en el primer año de implementación del pro-
grama de sustitución voluntaria.

En lo referente al componente de proyectos 
productivos de ciclo largo, la DSCI no repor-
tó un avance concreto en reunión sostenida 
con la Defensoría del Pueblo, el pasado 16 de 
junio de 2023. No obstante, el indicador SII-
PO “D.282 Porcentaje de familias vinculadas 
al PNIS con servicio de apoyo financiero para 
proyectos productivos de ciclo largo viabili-
zados y con acuerdo cumplido de sustitución 
y no resiembra” reporta, con corte al 31 de 
marzo de 2023, que 1.986 familias se han vis-
to beneficiadas con recursos para la ejecución 
de este componente, lo cual correponde a un 
avance del 2,41 % con respecto al universo to-
tal de familias cultivadoras y no cultivadoras 
inscritas al PNIS33. 

Se trata del componente que presenta el ma-
yor rezago pese a su impacto en la sostenibili-
dad en el tiempo de la política de sustitución 
voluntaria. Ello sin mencionar que la imple-
mentación de proyectos productivos de ciclo 
largo estaba concebida para el segundo año 
de implementación del programa; sin em-
bargo, a siete años de la firma del Acuerdo de 
paz, este eje aún presenta un serio retraso que 
impacta en la soberanía alimentaria y buen 
vivir de las familias que se comprometieron 
con el levantamiento de los cultivos de uso 
ilícito y la no resiembra. 

Por lo anterior, se recomienda a la DSCI de-
finir un plan de mejora que permita revestir 
de celeridad la entrega de este componente a 
favor de 80.253 familias inscritas al progra-

33 Departamento Nacional de Planeación. Sistema Integrado De Información Para El Poscon-
flicto  (SIIPO). D.282. Corte al 31 de marzo de 2023.  
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ma, quienes tras siete años de la implemen-
tación del Acuerdo de paz continúan a la 
espera de su materialización, condición que 
compromete el ejercicio efectivo de su dere-
chos a la soberanía alimentaria, dignidad hu-
mana y mínimo vital. 

En el ámbito territorial, la Defensoría del 
Pueblo observa que los departamentos de 
Arauca, Bolívar, Cauca, Guainía, Norte de 
Santander y Putumayo no registran avance 
alguno en la implementación del componen-
te de proyectos productivos de ciclo largo. 
Este rezago territorial llama la atención de la 
Defensoría del Pueblo, si se considera que los 
departamentos de Cauca, Putumayo y Norte 
de Santander se encuentran ubicados en las 
regiones con mayor área sembrada de culti-
vos de coca, según lo ha reportado el informe 
sobre “Monitoreo de Territorios Afectados 
por Cultivos Ilícitos 2021”, presentado en 
octubre de 2022, por parte de la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el De-
lito (UNODC)34.

En consideración a lo anterior, la Defensoría 
del Pueblo recomienda a la DSCI priorizar la 
implementación de proyectos productivos 
de ciclo largo en aquellas regiones que regis-
tran la mayor presencia de cultivos de uso ilí-
cito, como es el caso de los departamentos de 
Cauca, Putumayo, Norte de Santander, los 
cuales a su vez presentan el mayor rezago por 
no registrar avance alguno. 

En contraposición con los rezagos que regis-
tra la implementación de proyectos produc-
tivos, el componente de asistencia técnica 

registra un avance del 94,2 %, reflejado en 
77.473 familias que reciben Asistencia Téc-
nica Integral. Esta condición evidencia el 
incumplimiento de la planificación acorda-
da en 2017, si se considera que en el comu-
nicado conjunto suscrito entre el Gobierno 
Nacional y la entonces FARC-EP, se había 
acordado que la asistencia técnica se brinda-
ría durante todo el proceso. 

Por lo anterior, se recomienda a la DSCI que 
el componente de asistencia técnica continúe 
en las fases de implementación de los proyec-
tos productivos de ciclo corto y largo, con el 
fin de garantizar que las familias beneficiarias 
del PNIS tengan acceso a medidas técnicas 
de acompañamiento integral que les permi-
ta potenciar sus capacidades productivas, 
organizativas y comerciales para garantizar 
el desarrollo competitivo y sostenible de sus 
actividades económicas.  

En lo que respecta a la atención de población 
recolectora, en la mesa de trabajo realizada el 
pasado 16 de junio de la presente anualidad, 
la DSCI reportó a la Defensoría del Pueblo 
que 7.437 recolectores se han vinculado 
como gestores comunitarios en sus territo-
rios, para lo cual se ha invertido la suma de 
$137.000 millones de pesos. Lo anterior evi-
dencia un avance del 44,12 %, si se tiene en 
cuenta que el universo total de beneficiarios 
corresponde a 16.858. 

34 Op. Cit. P. 87
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4.1.3. Articulación PNIS y 
PDET

De los 56 municipios priorizados por el 
PNIS, 48 se encuentran comprendidos en 
diez subregiones PDET. En estos territo-
rios se registra un acumulado de 812 inicia-
tivas que fueron marcadas con etiqueta de 
Planes Integrales Comunitarios y Munici-
pales de Sustitución y Desarrollo Alterna-
tivo (PISDA). 

Al 30 de junio de 2023, el Sistema Central 
PDET de la Agencia de Renovación del Te-
rritorio reporta 418 iniciativas con ruta de 
implementación activa, lo cual corresponde 
a un avance global del 51.47 %35. Llama la 
atención que subregiones PDET como la de 
Catatumbo, afectadas en mayor medida por 
la presencia de cultivos de uso ilícito en sus 
territorios, solo cuente con un número de 
nueve iniciativas marcadas como PISDA, de 
las cuales cinco han sido implementadas a ju-
nio 30 de 2023. 

En consecuencia, la Defensoría del Pueblo 
recomienda a la ART que en el proceso par-
ticipativo de revisión y actualización de los 
PATR, previsto en el Decreto Ley 893 de 
2017, se discuta y concerte con la comunidad 
la revisión o inclusión de nuevas iniciativas 
PISDA que permitan impulsar la implemen-
tación del PNIS en los territorios con mayo-
res afectaciones a los derechos humanos aso-
ciadas a la presencia de cultivos de uso ilícito.  

35 Central PDET. Agencia de Renovación del Territorio (31 de marzo de 2023). Recuperado de: 
https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/avance-en-iniciativas/
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5. PUNTO 5. ACUERDO SOBRE LAS 
VÍCTIMAS DEL CONFLICTO

5.1. Seguimiento a la gestión adelantada por la Unidad 
de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas

Dentro de las acciones adelantadas por la Uni-
dad de Búsqueda de Personas dadas por Des-
aparecidas con ocasión del conflicto armado 
interno (UBPD) cabe destacar la formulación 
e implementación de los planes regionales de 
búsqueda (PRB) los cuales comenzaron a for-
mularse desde 2019 y alcanzaron la formula-
ción e implementación de 29 en 2023.

Según los datos aportados por la UBPD, el 
universo de personas desaparecidas que se 
buscan a través de los planes regionales de 
búsqueda es de 88.163 en el periodo com-
prendido entre 1948 a 2016. Es preciso re-
saltar que la implementación de los PRB ha 
arrojado los siguientes resultados: i) cuatro 
personas encontradas con vida, ii) 216 per-
sonas encontradas sin vida y iii) entrega dig-
na a familiares de 15 cuerpos encontrados. 

La Defensoría del Pueblo reconoce la impor-
tancia que tiene la búsqueda de las personas 
desaparecidas en zonas de frontera. De he-
cho, ha evidenciado que es precisamente en 
estas en donde la búsqueda de las personas 
desaparecidas se hace más dif ícil y dispen-
diosa. En esta materia se registran avances; 
con el Gobierno Bolivariano de Venezuela se 

ha creado la Mesa binacional de búsqueda de 
personas desaparecidas, lo cual genera mu-
chas expectativas no solo en los familiares de 
las víctimas directas sino también en la insti-
tucionalidad.

En tal sentido, se resalta que la UBPD haya 
definido planes de búsqueda regionales en el 
Área Metropolitana de Cúcuta y frontera, 
en el sur de Nariño y frontera y en el bajo Pu-
tumayo, lo cual se constituye un avance fun-
damental para los procesos de búsqueda en 
la frontera con Venezuela, Perú y Ecuador. 
Al respecto, se recomienda la definición de 
planes de búsqueda específicos para la zona 
que limita con Panamá. 

5.2. Reparación colectiva
Para la Defensoría del Pueblo preocupa la 
persistencia de las dif icultades detectadas 
con el Programa de Reparación Colectiva y 
el desconocimiento de los ajustes y prime-
ros resultados anunciados por las entidades 
coordinadoras de los Sistemas de Atención y 
Reparación Integral de Víctimas (SNARIV) 
con el Sistema de Verdad Justicia, Repara-
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ción y No Repetición (SVJRNR), puestas 
en escena desde hace un año por los voceros 
del Gobierno Nacional como fórmula hacia 
una verdadera implementación de los pos-
tulados del Acuerdo final de paz (AFP) que 
contempla la centralidad de las víctimas, su 
participación y contribución a la reparación 
de sujetos colectivos, especialmente. 

A la fecha se presenta un rezago evidente de 
avance en garantía de derechos de las víctimas 
y sobre todo de los sujetos susceptibles de las 
reparaciones colectivas. Además, existe un 
bajo nivel de implementación del programa 
de reparación colectiva que estanca el pro-
ceso de la reparación integral de los sujetos, 
familias y territorios.

Preocupan las restricciones en el acceso de los 
colectivos a la inclusión en el Registro Único 
de Víctimas debido a la interpretación restric-
tiva de la norma que determina los criterios de 
valoración conforme con los atributos estable-
cidos en la Resolución 3143 de 2018; restrin-
gen lo previsto en los artículos 151 y 152 de la 
Ley 1448 de 2011. Asimismo, se observa que 
persisten falencias institucionales que impi-
den el avance de las solicitudes de reparación 
colectiva. En efecto, la Comisión Nacional de 
Monitoreo y Seguimiento a la Ley de Víctimas 
(CSMLV) asegura que solo el 6 % del total de 
sujetos de reparación colectiva han llevado a 
término el proceso, por lo que se corroboran 
las brechas en el acceso a dicho beneficio.

Por lo expuesto, se reitera el llamado a la arti-
culación interinstitucional; no se ha visibili-
zado un impacto relevante de los programas 
en la estabilización socioeconómica de las 
víctimas y esto podría estar relacionado con la 
implementación de acciones por parte de las 
entidades competentes de manera atomizada. 

Asimismo, se hace un llamado a establecer 
una instancia de alto nivel que lidere las de-
cisiones, la articulación y la coordinación 
técnica mediante lineamientos vinculantes a 
las entidades del SIVJRNR y del SNARIV 
para la implementación de las medidas y los 
planes de reparación colectiva para garantizar 
la oferta y los recursos en los territorios.

Por último, se reiteran las recomendaciones 
realizadas en cada uno de los informes emiti-
dos por la Comisión de Seguimiento y moni-
toreo a la Ley de Víctimas en materia de cómo 
mejorar no solo los recursos financieros, sino 
también humanos y técnicos; para ello son 
necesarias hojas de rutas conjuntas y articula-
ciones en la oferta para la población víctima.

5.3. Procesos colectivos de 
retorno

En el examen de la situación actual de las co-
munidades que son acompañadas por los 
equipos en terreno de la Defensoría del Pueblo 
no se identifican avances en las condiciones 
materiales, sociales y psicosociales para el resta-
blecimiento efectivo de sus derechos, pese a los 
cambios normativos, jurisprudenciales y ope-
rativos de la política pública y a la correspon-
diente formulación o ajuste en la implementa-
ción de los planes, en el marco de los procesos 
de retorno, reubicación e integración local.

En lo que respecta al componente de estabi-
lización socioeconómica, la Defensoría del 
Pueblo observa que se requieren acciones y 
medidas de atención y asistencia con el enfo-
que transformador. Sin embargo, el panora-
ma en las distintas regiones muestra dificulta-
des en la ejecución de estos procesos asociadas 
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a la falta de presupuesto, articulación o sim-
plemente falta de impulso por parte de los res-
ponsables de garantizar su realización.

Uno de los principales vacíos se identifica en 
el proceso de actualización de la Resolución 
3320 de 2019, que tiene que ver con los pla-
nes de retorno y reubicación aprobados en la 
vigencia de la Resolución 329 de 2014. Dicho 
rezago se da, principalmente, en términos 
de cobertura; en municipios como los del 
oriente antiqueño, en su mayoría se caracte-
rizan por tener altos índices de presión de po-
blación víctima de desplazamiento forzado, 
ubicada e incluida en el RUV con relación a 
su población total. Esta última, a su vez, ade-
lanta procesos de retorno y reubicación de 
largo plazo que aún no se han restablecido o 
estabilizado. Lo anterior resulta contradic-
torio; en lugar de avanzar en la ampliación 
de la cobertura en el entorno municipal con 
la actualización de los planes, se encuentran 
limitados a procesos de focalización puntual 
en comunidades específicas. 

Otra de las barreras más significativas son las 
deficiencias en la caracterización y actualiza-
ción de las bases de datos de procesos de re-
torno y reubicación. Aun cuando la UARIV 
reporta cifras globales de población sujeto de 
atención por municipio, los entes territoria-
les no cuentan con el insumo en ruta indivi-
dual ni colectiva, ya sea con o sin el acompa-
ñamiento institucional. 

En ese orden de ideas, se recomienda al Mi-
nisterio del Interior asumir con elementos 
de coordinación los planes de choque en 
las zonas focalizadas en riesgo de desplaza-
miento y confinamiento, identificadas por 
la Defensoría del Pueblo como en crisis hu-
manitaria recurrente.

Por su parte, se hace un llamado a la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas (UARIV) a establecer mecanismos 
de apoyo técnico a las entidades territoriales 
para ajustar los planes de contingencia y los 
planes de prevención y protección en las zo-
nas de emergencias humanitarias recurrentes 
con el diagnóstico de las nuevas dinámicas de 
conflicto armado interno. 

Asimismo, se recomienda a dicha entidad esta-
blecer el impacto de las crisis humanitarias re-
currentes y las circunstancias que profundizan 
la vulnerabilidad de la población en situación 
de desplazamiento forzado para valorar el apo-
yo subsidiario y la corresponsabilidad de las 
entidades territoriales; los presupuestos terri-
toriales se han visto afectados por las circuns-
tancias de crisis humanitarias recurrentes. 

En línea con lo anterior, se insta a la UARIV 
para que instaure una estrategia efectiva para 
restablecer las condiciones de seguridad y dé 
respuesta a los riesgos que se presenten en 
aquellos lugares donde se encuentra asenta-
da la población retornada y reubicada (haya 
o no haya sido acompañada), a fin de garan-
tizarle permanencia en el territorio y evitar 
nuevos eventos de desplazamiento. 

Por último, se exhora a la UARIV para que, 
en coordinación con los entes territoriales y 
la Agencia de Renovación del Territorio, se 
implementen estrategias para la armoniza-
ción y debida coordinación de las acciones e 
inversiones enunciadas en los Planes de Ac-
ción con Enfoque Territorial (PDET) con 
los planes de retorno y reubicación munici-
pales y comunitarios.
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6. CAPÍTULO ÉTNICO

 6.1. La Reforma Rural Integral (RRI) y los pueblos étnicos

6.1.1. Reconocimiento de derechos territoriales a pueblos 
étnicos

La ANT, en el marco de la Plan Nacional de 
Desarrollo y de las metas propuestas para el 
cumplimiento de sus compromisos con los 
pueblos étnicos a la constitución, saneamien-
to, titulación y ampliación de sus territorios, 
reporta como avances en el marco de la ma-
crometa establecida para el Fondo de Tierras 
la adquisición de 7.139 hectáreas, equivalen-
te a 33 predios para comunidades indígenas y 
15 para comunidades negras, que ascienden a 
$60.310 millones. 

Con relación a la información entregada por 
la Agencia, no es claro para la Defensoría del 
Pueblo la diferenciación entre los predios ad-
quiridos para el cumplimiento del Decreto 
Ley 902 de 2017 y aquellos que han sido en-
tregados en el marco de sus funciones legales 
respecto de los derechos territoriales recono-
cidos a los pueblos étnicos en otras normas. 

La Defensoría del Pueblo observa limitaciones 
en los escenarios de intervención que han teni-

do los pueblos indígenas para la formulación 
del Plan de Ordenamiento Social de la Propie-
dad Rural. Asimismo, preocupa la adopción 
inconsulta del Plan Nacional de Formalización 
Masiva mediante Resolución 382 de 2021. 

6.1.2. Restitución de dere-
chos territoriales

La Comisión de Seguimiento y Monitoreo de 
los decretos leyes 4633, 4634 y 4635 de 2011, 
conformada por Defensoría del Pueblo, Pro-
curaduría General de la Nación, Contraloría 
General de la República y comisionados étni-
cos, concluyó que con corte a marzo de 2023, 
en la etapa administrativa, se registraron un 
total de 822 solicitudes étnicas de inscripción 
en el Registro de Tierras Despojadas, de las 
cuales 609 (74 %) corresponden a pueblos 
indígenas de los departamentos de Putumayo 
(140), Chocó (83) y Nariño (46) y pertene-
cientes al pueblo awá, nasa y emberá katio36. 

36 Undécimo informe de Seguimiento al Decreto 4633 de 2011 y Undécimo informe de Segui-
miento al Decreto 4635 de 2011 (18 de agosto de 2023). Comisión de seguimiento y Monitoreo 
a los decretos leyes 4633, 4634 y 4635 de 2011. Defensoría del Pueblo, Procuraduría General 
de la Nación, Contraloría General de la República y Comisionados Étnicos.
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Esta Comisión identificó que, sumado a los 
temas reiterativos en las diferentes demandas 
que presentan los pueblos étnicos, también 
figura la falta de voluntad política de las di-
ferentes administraciones de las entidades 
involucradas en las órdenes emitidas por los 
jueces de Restitución de Tierras a través de 
las medidas cautelares y que, a la fecha, su-
man 95 medidas.

De acuerdo con los datos consultados con 
corte al 31 de marzo de 2023, de las 624 soli-
citudes de restitución de derechos territoria-
les indígenas, 405 han finalizado la fase ad-
ministrativa con inclusión en el RTDAF. De 
las 325 solicitudes, 200 ya fueron puestas en 
conocimiento de la jurisdicción especializa-
da en Restitución de Tierras, de las cuales 26 
cuentan con sentencia de fondo. Con rela-
ción a las comunidades negras se registraron 
un total de 822 solicitudes étnicas de inscrip-
ción en el RTDAF y afrocolombianas, de 
las cuales 213 de las solicitudes presentadas 
equivalen al 26 %. 

Tras la revisión de la información aportada 
por la URT y las demás entidades responsa-
bles de la restitución de los territorios étni-
cos se concluye que la falta de articulación 
efectiva y de concurrencia por parte de las 
entidades del SNARIV obligadas en la ma-
terialización de las órdenes judiciales para la 
restitución y protección de los derechos te-
rriotriales es persistente, así como también 
la agudización del conflicto armado en los 
territoritorios étnicos.

6.2. Protección y garantías 
de seguridad
Los pueblos étnicos y sus territorios han 
sido altamente golpeados por el conflicto 
armado interno por lo que la prevención 
de la violación de los derechos humanos y 
su protección aún son fundamentales en la 
evaluación de la efectividad de las políticas 
públicas que buscan garantizar la no repeti-
ción de los hechos en los sujetos de repara-
ción colectiva.

El contexto de riesgo contra pueblos étnicos 
ha sido ampliamente abordado por el SAT en 
los 46 documentos de advertencia presenta-
dos entre enero de 2022 y marzo de 2023. De 
las 46 alertas emitidas, 34 se presentaron en la 
anualidad 2022 y doce en el primer trimestre 
de la vigencia actual. 

Sumado a lo anterior, la Defensoría del Pue-
blo, en mayo de 2023, emitió la Alerta tem-
prana 019-23: “Alerta temprana nacional de 
riesgo sobre la labor de personas defensoras 
de DD. HH., (PDDH), líderes y lideresas 
sociales, sus organizaciones y colectivos”. 
Este documento de carácter nacional ad-
vierte violaciones de los derechos al go-
bierno propio, la autonomía, los derechos 
territoriales y la identidad cultural a partir 
de la comisión de homicidios selectivos y 
amenazas a quienes ejercen un rol de lideraz-
go como las autoridades propias y quienes 
hacen parte de las estructuras de gobierno. 

Según las cifras de la Defensoría del Pueblo 
en el primer trimestre de 2023 se reportó un 
total de 35 homicidios a líderes sociales y de-
fensores de derechos humanos, de los cuales 
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seis pertenecían a los pueblos indígenas y 
uno a comunidades negras37 .

6.2.1. Medidas de protec-
ción individual

En cuanto a las medidas de protección indi-
vidual, la Unidad Nacional de Protección da 
cuenta de más de 2.000 medidas de protec-
ción individual otorgadas a líderes, lideresas y 
autoridades de los pueblos étnicos. 

Este mecanismo, aunque ha contribuido a la 
protección individual de los líderes, lideresas 
y autoridades de los pueblos étnicos, no ha re-
sultado el más adecuado; desde la perspectiva 
de los protegidos y protegidas pertenecientes 
los pueblos indígenas, los esquemas indivi-
duales carecen de enfoque étnico.

6.2.2. Medidas de protec-
ción colectiva

De acuerdo con la información dispuesta en 
el informe de gestión, la Unidad Nacional 
de Protección reporta la implementación de 
24.880 medidas de protección colectiva re-
comendadas por el CERREM. Igualmente, 
señala que desde 2021, las solicitudes presen-
tadas han aumentado. 

Se espera que, en cumplimiento de los com-
promisos del Gobierno Nacional con la Mesa 
permanente de concertación se logre avanzar 

en la reglamentación del Decreto Ley 4635 de 
2011 y en donde se tenga en cuenta la necesi-
dad de establecer asignaciones presupuestales 
en materia de prevención en los distintos ni-
veles de gobierno.

37 efensoría del Pueblo. Comunicado 12. Bogotá, 20 de abril de 2023.
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7. ENFOQUE DE GÉNERO

 7.1. Implementación enfoque de género en los PDET

Las mujeres representan el 50,1 % de las per-
sonas que habitan en los 170 municipios 
PDET de Colombia. De ellas, el 11 % son 
mujeres indígenas y el 21 % afrodescendien-
tes.38 Sin embargo, a pesar de que aproxi-
madamente el 41 % de las personas que asis-
tieron a la construcción de los PDET eran 
mujeres, lo que representa una amplia parti-
cipación, a la hora de la consolidación de las 
iniciativas incluidas en los PDET no se refleja 
una mayor participación de las mujeres en su 
construcción.

De las 32.808 iniciativas PDET registradas des-
de su creación en 2017, solo 4.606 tienen linea-
mientos con un enfoque diferencial de género, 
es decir, un 14 % de los proyectos39. Lo anterior 
indica que persisten las diferencias de género a 
la hora de la implementación de los PART.

La Agencia de Renovación del Territorio 
aportó a la Defensoría del Pueblo la matriz ac-
tualizada al 30 de abril de 2023, donde se iden-

tifican 2.178 iniciativas de género con ruta 
activa, lo que representa un 47 % de avance40 
. Los pilares con mayor número de iniciativas 
con etiqueta de género son los de reactivación 
económica, educación, salud rural y reconci-
liación y convivencia.41 En consecuencia, se 
resalta la importancia de asegurar la participa-
ción efectiva de las organizaciones de mujeres 
y personas con OSIGD en el proceso de imple-
mentación y seguimiento a los PDET.

En enero de 2023 quedó formulada la Guía 
operativa para la transversalización del en-
foque de género en la implementación de los 
PDET. Dicho plan busca la articulación con 
las entidades y la inclusión del enfoque de gé-
nero y diferencial en los planes, programas y 
proyectos que se implementan para dar cum-
plimiento a los PDET, por parte de las entida-
des públicas, el sector privado, la cooperación 
internacional y demás actores con competen-
cia en la implementación de los PDET.

38 Alianzas para fortalecer los proyectos de mujeres en municipios PDET (24 de enero de 
2022). https//www.elespectador.com.co
39 A cinco años del Acuerdo Final: Reactivar la paz con las mujeres. Sisma Mujer, p. 5.
40 Matriz de Iniciativas con etiqueta de género y mujer rural actualizada al 30 de abril de 
2023.
41 Guía Operativa para la Apropiación e incorporación del enfoque de Género en los proc-
sos de coordinación institucional para la puesta en marcha de los PDET (2023)
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De igual manera, en el primer semestre del 
año se avanzó en la elaboración de un pro-
yecto de resolución que tiene por objeto la 
creación del Comité de Género de la Agen-
cia y el diseño de un plan de transversaliza-
ción de la equidad de género en la imple-
mentación de los PDET, el cual se encuentra 
en revisión. En adición se trabaja en la for-
mulación del diseño y adaptación de la po-
lítica de género al interior de la Agencia de 
Renovación del Territorio.

En el marco de la línea de fortalecimiento 
comunitario con enfoque de género, la ART 
anuncia acciones encaminadas a promover el 
empoderamiento e incidencia de las mujeres 
al interior de las instancias o espacios de par-
ticipación, entre ellos los Grupos Motor y los 
Mecanismos Especiales de Consulta (MEC). 
En esta misma línea se trabaja en el fortale-
cimiento de los mecanismos de diálogo for-
mal entre las organizaciones de mujeres y las 
administraciones municipales y el ámbito 
nacional. Con ello se hace una identificación 
de organizaciones de mujeres en las subregio-
nes, se han planificado 16 encuentros subre-
gionales PDET con mujeres y organizaciones 
constructoras de paz para desarrollarse en el 
segundo semestre 2023 .

Con relación a los proyectos con etiqueta 
de género y mujer rural, la ART aporta in-
formación con corte a 30 de abril de 2023, 
relaciona que se tienen 934 proyectos en 
ejecución, 13 en estructuración, 665 pro-
yectos estructurados, 15 estructurados y 
financiados y 517 proyectos en estado ter-
minado para un total de 2144 proyectos. 
De los 517 proyectos terminados se han 
ejecutado 174.000 millones de pesos y se 
tienen destinados 43.000 millones de pesos 

para ejecutar los proyectos estructurados y 
financiados.

De las iniciativas con marcación género y 
mujer rural se encuentra que en algunas re-
sulta difícil identificar cuál es el enfoque de 
género que contienen las medidas. Se requie-
re que la medida tenga una acción concreta 
a favor de las mujeres para que se evidencie 
que efectivamente se hace una inclusión ex-
presa del enfoque de género, condición fun-
damental para la eliminación de la desigual-
dad de género; son las mujeres y las personas 
con OSIGD quienes históricamente han sido 
marginadas, por lo cual es necesario la adop-
ción de acciones afirmativas para participar 
en igualdad de condiciones del disfrute de 
sus derechos frente a los hombres.

De conformidad con lo expuesto se reco-
mienda a la ART promover el fortalecimiet-
no de capacidades de las mujeres en activida-
des que tengan una mejor remuneración y 
logren mejorar sus condiciones de vida, para 
que puedan incidir en actividades que son 
vitales en la transformación del territorio, 
como lo es todo lo relacionado con infraes-
tructura. Asimismo, se hace un llamado a la 
ART a implementar estrategias que garanti-
cen el acceso a la educación terciaria y supe-
rior que les permita adquirir conocimientos 
para incidir en espacios de participación y 
representación y toma de decisiones; la falta 
de formación incidió en la poca definición de 
iniciativas de género.

La Defensoría del Pueblo observa que la 
ART debe promover espacios, mecanismos y 
medios que garanticen la participación efec-
tiva de las mujeres en los escenarios de diálo-
go y discusión sobre las necesidades de sus 
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territorios rurales. Se requiere que las accio-
nes definidas en los PATR incluyan la pers-
pectiva de género desde la visión de la mujer 
campesina y sean acordes con las realidades 
de las subregiones PDET.

Dado que los Planes de Acción para la Trans-
formación Regional (PATR) se deben actua-
lizar cada cinco años, es el momento oportu-
no de tomar los correctivos necesarios para 
garantizar la efectiva inclusión del enfoque 
de género en los PDET. Se recomienda in-
cluir las necesidades de las mujeres y, en espe-
cial, de las personas con OSIGD que no fue-
ron priorizadas para que se tengan en cuenta 
y así este sector de la población sea visibiliza-
do como sujetas y sujetos de derecho. 

7.2. Incorporación del 
enfoque de género en 
los planes y programas 
de atención de mujeres 
excombatientes

De la información aportada por la ARN 
se destaca que con corte a 30 de marzo de 
2023, hay un total de 11.348 personas fir-
mantes de paz vinculadas y activas en la 
Ruta de Reincorporación Social y Econó-
mica de las cuales 3.018 se identifican con 
el género femenino y 68 tienen una orien-
tación sexual e identidad de género diversa 
(OSIGD). De este universo poblacional, 
681 son mujeres y 10 personas con OSIGD 
se encuentran en los Antiguos Espacios Te-
rritoriales de Capacitación y Reincorpora-
ción (AETCR) y un total de 2.337 mujeres 

y 58 personas con OSIGD se encuentran 
dispersos en otras áreas del país. 

Por otro lado, la ARN cuenta con un progra-
ma de acompañamiento psicosocial el cual 
tiene como objetivo fortalecer el bienestar 
psicosocial de sujetos y colectivos en reincor-
poración, sus grupos, familiares y comunida-
des. La Dirección General de la ARN, desde 
los lineamientos del actual gobierno, tomó la 
decisión de armonizar dicho programa con 
el Programa de Reincorporación Integral 
que está en fase de diseño, lo cual facilitará su 
implementación de manera articulada e inte-
grada con los demás elementos del proceso de 
reincorporación. 

De la información aportada por la ARN 
con corte a 30 de abril de 2023 se indica lo 
siguiente: existen 2.988 mujeres acreditadas 
en el proceso de reincorporación de las cuales 
2.977 se encuentran activas y han recibido 
atención por parte de la ARN en los últimos 
seis meses. De ellas, 2.943 recibieron aten-
ción por parte de la ARN en el último mes 
de corte. Por su parte de las 118 personas que 
refirieron tener orientación sexual diversa en 
la caracterización aplicada en 2022, 117 se 
encuentran activas y han recibido atención 
por parte de la ARN en los últimos 6 meses y 
113 de estas personas registraron atención en 
el último mes de corte.

En cuanto al componente de Sostenibilidad 
Económica de la Ruta de Reincorporación 
se informa que, con fecha del 25 de mayo 
de 2023, se cuenta 1.001 mujeres en rein-
corporación beneficiadas en 981 proyectos 
productivos individuales aprobados y des-
embolsados por valor de $8.007.259.393 co-
rrespondiente al Presupuesto General de la 
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Nación y ubicados en 31 departamentos. En 
lo referente a proyectos colectivos hay 1.106 
mujeres de 3.833 personas que se benefician 
en 112 proyectos productivos colectivos por 
un valor de $30.664.000.000, correspon-
diente al presupuesto General de la Nación y 
ubicados en 22 departamentos.

De otra parte, en el marco de la Estrategia de 
Seguridad, la ARN registra actividades para 
las mujeres exintegrantes de las FARC-EP. Se 
realizaron jornadas de sensibilización a los di-
ferentes actores intervinientes en el proceso 
de reincorporación para la prevención tem-
prana, gestión del riesgo y estigmatización de 
la población en proceso de reincorporación, 
con la participación de la Policía Nacional, 
Fuerzas Militares, Unidad Nacional de Pro-
tección, Fiscalía General de la Nación y enti-
dades del orden nacional y territorial. 

Igualmente, en un proceso de articulación 
interinstitucional entre la ARN, la JEP y el 
PNUD se informa que se diseñaron e im-
plementaron talleres de autoprotección con 
perspectiva de género para mujeres en pro-
ceso de reincorporación con el objetivo de 
brindar herramientas de defensa personal en 
clave feminista que les permita a las mujeres 
reconocer su cuerpo para sentirse más segu-
ras en sus territorios. 

La Defensoría del Pueblo evidencia la no 
inclusión de indicadores de género a cargo 
de la Agencia de Reincorporación y Nor-
malización definidos en el Plan Marco de 
Implementación por lo cual no está obliga-
da a reportar la información en clave de gé-
nero. Para garantizar la transversalidad del 
enfoque en los diferentes puntos del Acuer-
do, se recomienda con un mayor número de 

indicadores de género en el Sistema Inte-
grado de Información para el posconflicto 
SIIPO 2.0.  

Aunado a ello, es preciso mencionar que en 
el momento en que las mujeres y las personas 
con OSIGD firmantes del Acuerdo de paz 
acceden a la ruta se exponen a fenómenos de 
estigmatización y prejuicios que afectan el 
goce efectivo de sus derechos. Por tanto, se 
recomiendan acciones que faciliten la sensi-
bilización de los funcionarios que participan 
en el proceso de reincorporación para que se 
apropien de las rutas de acceso a derechos y se 
promueva un lenguaje incluyente en pro de 
su reconocimiento como sujetos de derechos. 
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